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 En el año 2012 el gobierno colombiano estableció una mesa de conversaciones con las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) para poner fin a una guerra de más de 
50 años, “no está de mas recordar que los acuerdos de paz firmados en el teatro Colón, pusieron 
fin, el 24 de noviembre de 2016, al conflicto belico más antiguo de America Latina y que batió el 
record de la longevidad que hasta ese momento llevaba Guatemala” (Harto, 2018, pág. 9) fruto 
de las conversaciones dadas en la Habana, Cuba, se logró la construcción de un Acuerdo Final 
Para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera que consta 
de 5 puntos esenciales y la creación de una justicia transicional que se compone primordialmente 
por la concepción de reparación integral y los derechos de las víctimas.  
A partir del acuerdo de paz del 2016 con las FARC, el conflicto armado ha sido analizado 
extensamente desde los combatientes (tanto legales como ilegales) y las víctimas; pero se ha 
omitido la exhaustiva investigación que le pueden dar a la participación y responsabilidad de los 
terceros, como lo son los agentes estatales no armados y los actores económicos o del sector 
empresarial. Este trabajo se centrará en la participación que han tenido los actores económicos de 
forma directa e indirecta y la forma en que tanto la justicia transicional como la justicia ordinaria 
han tratado este tema, de ahí que el problema juridico se centre en la siguiente pregunta: 
¿Es necesaria la vinculación obligatoria de os terceros civiles en la JEP para garantizar la 
reparación integral de las víctimas?  
“La Corte encuentra que la competencia obligatoria de la JEP respecto de los 
terceros civiles y respecto de las personas que gozan de fuero constitucional, para 





desconoce las garantías orgánicas, procesales y sustantivas de un juicio justo e 
imparcial”  (C.C, Sentencia C-674/17, Colom.). 
 De acuerdo a lo anterior, se plantea como hipótesis que la finalidad de la JEP no permite la 
exclusión de ningún actor participante dentro del conflicto armado colombiano, por ello 
encontramos la expresión “[...] por conductas cometidas con ocasión, por causa o en relación 
directa o indirecta con el conflicto armado [...]” (Acto Legislativo 01 del 2017, Art. transitorio 
16), puesto que, las construcciones fragmentadas de verdad producto de la exclusión de agentes 
del conflicto armado (terceros como actores económicos) van en contravía de los derechos de las 
víctimas; para resolver el problema de investigación planteado, como enfoque jurídico se dará 
uso al positivismo al verse el tema implicado en el marco normativo del país a través de la 
justicia transicional y la justicia ordinaria, a continuación, según este enfoque se plantean los 
objetivos del presente trabajo de investigación: 
    El objetivo general se basa en analizar las consecuencias de seguir rigurosamente el fallo 
constitucional -C-674/17- acerca de la inclusión voluntaria de los terceros civiles participantes en 
el conflicto armado; como objetivos específicos se realizará una revisión del marco normativo 
respecto de la inclusión de terceros civiles en la JEP y se explorarán los beneficios de incluir 
para el posconflicto la reparación de agentes económicos en favor de las víctimas, además se 
corroborará la utilidad del control de convencionalidad y la reforma constitucional con miras a la 
solución del problema jurídico planteado.  
Atendiendo a los referentes institucionales plasmados en la misión de y visión de la 
Universidad Libre tal como “la conciencia crítica del país y de la época que propende por la 
construcción permanente de un mejor país y de una sociedad democrática, pluralista y tolerante, 





desarrollar uno de los ejes centrales que mueve la ideología de la Universidad Libre desde su 
nacimiento, en procura de la construcción del país, todo ello de acuerdo con la realidad política, 
económica y social tal como lo es la construcción de la paz y el posconflicto. Con todo lo 
anterior el trabajo se apoyará del grupo de investigación derecho, sociedad y estudios 
internacionales y así mismo bajo la línea de investigación de justicia transicional y posconflicto. 
     La estrategia metodológica utilizada consta de revisión de marcos teóricos, jurisprudencia 
nacional e internacional, leyes y doctrina vigente; revisión de bases de datos y gráficos de la 
Fiscalía General de la Nación y del Centro Nacional de Memoria Histórica en relación a terceros 
y víctimas.  
     La metodología que se utiliza es cualitativa – documental ya que plantea una investigación 
teórica analítica, así mismo, el tipo de investigación utilizado para el presente trabajo es mixto, 
ya que en un primer lugar se hace una revisión literaria del tema a investigar, seguido de un 
enfoque interpretativo del estado del arte y en un segundo lugar se utilizaron cifras que apoyan la 
hipótesis a trabajar. Se realizó además una primera revisión y caracterización de la situación 
problémica.  
Para el presente trabajo, se encontraron documentos relacionados con los objetivos que se 
quieren llevar a cabo en nuestra investigación, para mayor comprensión los textos a continuación 
fueron agrupados según el espacio temporal en el que se basan sus estudios; 
     Administrando la adversidad: respuesta empresarial al conflicto colombiano, (Rettberg, 
2003.) La autora a partir de sus argumentos, recordando que es un estudio realizado antes del 
Acuerdo de paz se concluye en este trabajo de investigación que las empresas  pueden ser parte 
importante a la solución del conflicto armado por medio de gestiones en pro de la paz como lo 





través de Ideas Por la Paz, el desarrollo de proyectos que vayan en dirección a la responsabilidad 
social empresarial o quitándole su apoyo a los actores generadores de violencia del país.  
     La Paz, responsabilidad de todos; La responsabilidad corporativa en la justicia transicional: 
lecciones para Colombia, (Vand de Sandt & Moor, 2017) Este texto centra su investigación 
mediante la experiencia que han tenido otros países del mundo con respecto a la responsabilidad 
de las empresas dentro de un conflicto armado para llegar por último a contextualizar el caso 
colombiano. 
     Cuentas claras: El papel de la Comisión de la Verdad en la develación de la 
responsabilidad de empresas en el conflicto armado colombiano, (Sanchéz y otros, 2018) Este 
documento como objetivo general busca dar a conocer la información relevante sobre la 
complicidad empresarial para a partir de este punto establecer parámetros en la rendición de 
cuentas por la responsabilidad de los actores económicos como base primordial de la Comisión 
para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la no Repetición (CEV)  
Entre coacción y colaboración; Verdad judicial, actores económicos y conflicto armado en 
Colombia, (DeJusticia, 2018) Esta investigación se basa en hacer un análisis histórico sobre la 
participación de los actores económicos en el país y la forma en la que estos han sido juzgados 
por la justicia ordinaria y la justicia transicional 
     El sector productivo colombiano, su vinculación a la Jurisdicción Especial para la Paz y su 
incidencia en la reparación integral de las víctimas del conflicto armado, semillero de Derecho 
Procesal de la Universidad de los Andes, 2018. En este trabajo de investigación se tienen como 
objetivos: la revisión de la literatura sobre la conexidad de la actividad económica con el 
conflicto armado; el estudio de la jurisprudencia sobre reparación integral y el análisis de la 





La forma en que el actor entrara en la JEP: por medio de oficio, solicitud de parte o 
voluntariamente. 
     En un primer momento en la investigación se utilizó el método Jurídico-descriptivo, pues 
se hizo una descomposición de los elementos del problema para darle solución al mismo, sin 
embargo, en un segundo momento, con la finalidad de apoyar las soluciones propuestas se hace 
uso del método estadístico con el propósito de la comprobación, en especial de la realidad, de 
una o varias consecuencias verificables deducidas de la hipótesis general de la investigación.  
Para exponer de manera sencilla los argumentos que apoyan nuestro trabajo de investigación, 
este se dividió en 3 capítulos resumidos de la siguiente manera: 
     El primer capítulo da al lector la contextualización del problema jurídico en base a la falta 
de regulación normativa que se ha visto dentro de la Jurisdicción Especial para la Paz y su 
contradicción con el principio de juez natural establecido por la justicia ordinaria, resaltando así 
en este capítulo la importancia de los terceros como actores económicos en los procesos de 
justicia transicional a través de un análisis y recuento  histórico sobre este tema, de igual forma 
se dará una breve explicación del marco normativo que ha dado paso a la controversia en 
mención y se revisarán trabajos de investigación precedentes a este con el fin de encontrar una 
solución novedosa que beneficie a las víctimas del conflicto armado en garantía del derecho a la 
reparación integral. 
     En el segundo capítulo se analizará la información obtenida por medio de entrevistas a 
distintos profesionales relacionados con la superación del conflicto armado en Colombia, 
igualmente se expondrá la información obtenida por medio de bases de datos respecto de 
víctimas, y terceros civiles implicados en el proceso de justicia transicional denominado justicia 





dentro de la Jurisdicción Especial para la Paz, igualmente cumpliendo con el objetivo de 
responder la pregunta de investigación planteada se hace una exposición de los argumentos que 
responden la misma.  
     En el tercer capítulo se hace una exposición de argumentos en favor de la hipótesis 
planteada, el por qué los terceros civiles como participantes en el conflicto deben acudir a la 
Jurisdicción Especial para la Paz y las consecuencias de su no participación, así mismo se 
plantea una solución jurídica práctica producto del análisis hecho a lo largo del trabajo de 
investigación y se resalta la importancia de la responsabilidad social empresarial para la 
















1. Los Actores Económicos como Agentes Invisibles en el Conflicto Armado Colombiano 
“El 15 de diciembre del 2015 en La Habana (Cuba) el Gobierno de Colombia y 
las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) convinieron la 
creación de un complejo modelo de justicia transicional - Sistema Integral de 
Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición - para la atribución de las 
responsabilidades en el conflicto armado interno y, sobre todo, para garantizar la 
satisfacción de los derechos de las víctimas. Este sistema comprenderá, entre otras 
cuestiones, la creación de una Comisión de Esclarecimiento de la Verdad (CV) y 
de una jurisdicción transicional denominada Jurisdicción Especial para la Paz 
(JEP). Las partes en negociación reconocieron que el sistema, por su integralidad, 
debía esclarecer y responsabilizar no sólo a los combatientes que se desmovilicen, 
como actores directos del conflicto, sino también a aquellos que participaron 
como actores indirectos, especialmente a los colaboradores y financiadores de las 
organizaciones armadas” (Vand de Sandt & Moor, 2017, pág. 134). 
 El sector económico y empresarial también “se ha visto afectado en gran medida por el 
conflicto armado colombiano, como consecuencia de la inseguridad y la incertidumbre, los 
empresarios temen invertir y es difícil conseguir socios internacionales o atraer inversión 
extranjera” (Rettberg, 2003, pág. 43) lo cual genera desventajas para algunos sectores 
económicos del país, pero estos dentro del conflicto armado no solo se han visto como víctimas, 
en algunas ocasiones se han aprovechado de esta situación para convertirse en actores, partícipes 
y generadores de violencia en Colombia, su actividad económica les ha permitido financiar y 
mantener el conflicto en beneficio de ellos; claro ejemplo de esta situación la encontramos en la 





Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) desplazaron a la fuerza a varios miembros de 
comunidades afrocolombianas del departamento del Chocó, con el fin de apropiarse de estas 
tierras para la producción de la palma de cera y obtener mayores ingresos en producción. 
 Con respecto a lo anterior, la responsabilidad de los terceros como actores económicos dentro 
del conflicto armado no solo se ha omitido en investigación, análisis y aclaración conceptual, 
también se ha llevado a un segundo plano en el tema normativo por parte la justicia transicional 
colombiana, por ello las víctimas de estos actores se han visto obligados a llevar estos casos a 
instancias internacionales, como es el caso mencionado sobre la responsabilidad de las 
compañías de aceite de palma1 (Vand de Sandt & Moor, 2017, pág. 138). 
A pesar de que el acuerdo final para la paz da un primer acercamiento sobre la 
responsabilidad que pueden tener los terceros, no da una clara base para la elaboración de un 
marco normativo que los incluya, “los nombra con el fin de que contribuyan al esclarecimiento y 
al reconocimiento de responsabilidades, como parte de las garantías necesarias para la no 
repetición” (Acuerdo Final para la Paz, 2016, pág. 138) texto que nos permite establecer la 
importancia de la comparencia de estos actores ante la JEP como garantía para el derecho a la 
verdad que tienen las víctimas del conflicto, pero no da claridad sobre la forma en que los 
terceros podrán entrar a esta jurisdicción.  
 Después de la ley de justicia y paz, tanto la justicia ordinaria como la Jurisdicción Especial 
para la Paz han intentado dar mayor regulación a este tema, estableciendo así un debate entre la 
prevalencia del principio del juez natural con el argumento de que a estos terceros se les están 
violentando las garantías procesales y además que no fueron llamados a la mesa de negociación 
                                                 
1
 “El caso de Urapalma fue trasladado a la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), que en el 2003 
dictó medidas provisionales requiriendo al Estado: i) investigar los abusos contra las comunidades, ii) garantizar la 
restitución de las tierras y iii) garantizar el reconocimiento legal del concepto de zonas humanitarias de refugio.” 





ni estuvieron en el debate para aclarar y llegar a un acuerdo sobre su situación jurídica,  por otro 
lado el novedoso marco normativo que la JEP propone en su Acto Legislativo 01 del 2017, se 
argumenta que todo aquel que haya participado en razón al conflicto armado podrá ser cobijado 
bajo jurisdicción de la JEP en beneficio de las víctimas y su derecho a una reparación integral. 
Mientras la justicia ordinaria piensa en una interpretación estrictamente genética e histórica para 
este debate apegándose a garantías procesales y al principio de juez natural que en concepto 
sencillo trata del no desconocimiento de la competencia de la jurisdicción ordinaria (Sentencia 
C-200/02), la JEP le da un enfoque más teológico desde el punto de vista de los principios por 
los cuales fue creada, esto quiere decir, desde su perspectiva de obtener la paz en el territorio y 
poder reparar aquellos que sufrieron el conflicto armado, estrictamente para no fragmentar estos 
derechos como sucede en el caso del derecho a la verdad que se vería afectado en caso de que 
parte de los hechos ocurridos de una grave violación de derechos se atribuya a empresas o 
corporaciones que participaron, sin coacción alguna, con el financiamiento de algún grupo 
armado al margen de la ley en pro de beneficios económicos o personales. 
1.1. La Inclusión de los Actores Económicos en el Marco Normativo Colombiano del 
Conflicto Armado  
Para entrar en contexto sobre el marco legal colombiano en conflictos armados y el avance 
que ha tenido con respecto a la inclusión de terceros se empezara mencionando dos leyes que 
omitieron la participación de estos actores: 
 Ley 975 de 2005, “Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de 
grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la 
consecución de la paz nacional y se dicta”: da un primer acercamiento a una definición general 





de los terceros como actores económicos y agentes estatales, en cambio se centra en dar mayor 
protagonismo a los grupos armados organizados al margen de la ley que decidieron 
desmovilizarse, dejando en claro que la base central de dicha ley no son las victimas sino el 
“objeto de facilitar los procesos de paz y la reincorporación individual o colectiva a la vida civil 
de miembros de grupos armados al margen de la ley” (Ley 975 de 2005, art. 1), por el mismo 
objeto que se le da a esta ley en su artículo primero es que pasa el legislador a dejar a un lado el 
análisis de la participación de terceros como las empresas y las corporaciones, ya que no se le da 
la importancia que debería tener y el alcance de interpretación a conceptos como “reparación 
integral” o “derechos de las víctimas” en cambio se da la preocupación central de definir que es 
un grupo armado organizado al margen de la ley, esto se puede evidenciar en que no es sino 
hasta su artículo 5 en donde se puede ver una definición clara de víctima, a diferencia del acto 
legislativo 01 del 2007 que desde su artículo transitorio 1 se preocupa por definir el alcance de 
del Sistema de Verdad, Justicia, Reparación y No repetición. 
  Ley 1448 de 2011, “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación 
integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones.” El alcance 
interpretativo de esta ley no llego hasta el punto de vincular a las empresas y/o corporaciones por 
las participaciones indirectas o directas que hubiesen podido tener dentro del conflicto armado 
hasta el año 2011, en cambio dio una definición más sólida de lo que son y comprende el 
concepto de “víctimas del conflicto armado” y sus derechos, además el legislador da un primer 
acercamiento hacia la vinculación de terceros o agentes estatales dentro del marco de justicia 
transicional al su artículo 16 decir que “las disposiciones descritas en la presente ley, no eximen 
al Estado de su responsabilidad de investigar y sancionar a los responsables de las violaciones” 





atribuirle responsabilidades, en cambio amplían este tema al plasmar en esta ley “los 
responsables de las violaciones” lo cual deja en claro que no solo los combatientes ilegales son 
culpables de las graves violaciones de Derechos Humanos dentro del conflicto armado. 
Tras las negociaciones de paz que iniciaron en el 2012 en la Habana, Cuba, al finalizar, el 
gobierno de turno decidió utilizar el mecanismo de plebiscito para refrendar los acuerdos 
obtenidos de dicha negociación conforme al artículo 103 constitucional, para más claridad sobre 
el tema se recuerda que los mecanismos de participación en el territorio colombiano en ejercicio 
de su soberanía los siguientes: el voto, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo 
abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato. El resultado de dicho plebiscito 
celebrado el 2 de octubre de 2016 no favoreció la refrendación popular de los acuerdos, por lo 
tanto, fue necesario que el gobierno hiciera modificaciones en conjunto con el sector que 
presentaba oposición a dichos acuerdos y ratificar por el llamado acuerdo Colon, llamado así por 
ser firmado el 24 de noviembre de 2016 en el teatro Colón en Bogotá- Colombia, conocido en la 
actualidad como Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz 
Estable y Duradera. Finalmente fue incluido en la legislación interna por el acto legislativo 01 de 
2017 cuyo control de constitucionalidad se hizo por medio de la sentencia C-674 de 2017. 
     Ahora bien, se hace necesario comparar las modificaciones hechas en cada uno de los 
acuerdos y la sentencia de constitucionalidad que trajo la modificación más importante:  
Acuerdo final para la paz, en este acuerdo se nombra de manera breve la participación 
obligatoria de los terceros como actores económicos dentro del componente de justicia del 
SIVJRNR y su responsabilidad de la siguiente manera: 
“En el punto 5.1.2 del Acuerdo Final, en el componente de justicia del SIVJRNR. 





componente de justicia del SIVJRNR es inescindible y se aplicará de manera 
simultánea e integral a todos los que participaron directa e indirectamente en el 
conflicto armado”. Sin embargo, allí mismo se aclara que su ámbito de aplicación 
“(…) está determinado por lo señalado en los numerales 9 y 32”. El segundo de 
los numerales en cita refiere a la competencia de la JEP, a partir del uso del 
criterio subjetivo, en el que, entre otras, se extiende su aplicación a quienes 
incurrieron en conductas “(…) de financiación o colaboración con los grupos 
paramilitares, o con cualquier actor del conflicto, que no sean resultado de 
coacciones, respecto de aquellas personas que tuvieron una participación activa 
o determinante en la comisión de los crímenes competencia de esta jurisdicción, 
según lo establecido en el numeral 40, salvo que previamente hubieren sido 
condenadas por la justicia por esas mismas conductas. (…)” (C.C, Sentencia C-
674/17, Colom.) 
 Acuerdo Colon, punto 32, “también serán de competencia de la Jurisdicción Especial para la 
paz las conductas de financiación o colaboración con los grupos paramilitares, o con cualquier 
actor del conflicto, que no sean resultado de coacciones, respecto de aquellas personas que 
tuvieron una participación activa o determinante en la comisión de los crímenes competencia de 
esta jurisdicción, según lo establecido en el numeral 40, salvo que previamente hubieren sido 
condenadas por la justicia por esas mismas conductas”.  
Acto legislativo 01 de 2017; se trata del comienzo del marco normativo sobre el fin del 
conflicto armado colombiano con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de colombiana, en 
donde se ve reflejado el arduo esfuerzo del Alto Comisionado para la Paz para construcción del 





duradera”. Este nuevo cuerpo normativo transitorio de nuestra Constitución Política compuesto 
por 8 capítulos nos hace un aporte de gran importancia en su artículo transitorio 16 en relación 
con la competencia sobre los terceros:  
“Artículo transitorio 16°. Competencia sobre terceros: Las personas que, sin 
formar parte de las organizaciones o grupos armados, hubieren contribuido de 
manera directa o indirecta a la comisión de delitos en el marco del conflicto, 
podrán acogerse a la JEP y recibir el tratamiento especial que las normas 
determinen, siempre que cumplan con las condiciones establecidas de 
contribución a la verdad, reparación y no repetición. 
Lo anterior, sin perjuicio de las competencias de la Sala de Reconocimiento de 
Verdad y Responsabilidad y de la Sección de Revisión del Tribunal para la Paz, 
respecto de la comparecencia de aquellos terceros que hubieran tenido una 
participación activa o determinante en la comisión de los siguientes delitos: el 
genocidio, delitos de lesa humanidad, los graves crímenes de guerra -esto es, toda 
infracción del Derecho Internacional Humanitario cometida de forma sistemática-
, la toma de rehenes u otra privación grave de la libertad, la tortura, las 
ejecuciones extrajudiciales, la desaparición forzada, el acceso carnal violento y 
otras formas de violencia sexual, la sustracción de menores, el desplazamiento 
forzado, además del reclutamiento de menores, todo ello conforme a lo 
establecido en el Estatuto de Roma”.  (Acto Legislativo 01 del 2017, Art. 
transitorio 16).  
En esta ocasión el Congreso de Colombia en su análisis del conflicto armado, integro la 





del conflicto y además intento implementar obligatoriedad de comparencia para garantizar la 
efectividad de los derechos de las víctimas, en especial el derecho a la verdad, pero este tema ha 
pasado a ser discutido por la Corte Constitucional quienes mediante su control de 
constitucionalidad entraron en debate sobre el principio del juez natural y las garantías 
procesales que se les podría estar violando a los terceros como actores económicos dentro del 
conflicto armado en caso de obligarlos a comparecer dentro de la Jurisdicción Especial para la 
Paz. 
Sentencia C-674 de 2017. Revisión de constitucionalidad del Acto Legislativo 01 de 2017 
“por medio del cual se crea un título de disposiciones transitorias de la Constitución para la 
terminación del conflicto armado y la construcción de una paz estable y duradera y se dictan 
otras disposiciones.”, Al respecto en el parágrafo 6.5.6 de dicha sentencia, se señaló:  
“Se declarará la inexequibilidad de los incisos 2 y 3 del artículo transitorio 16 del 
artículo 1 del acto legislativo 01 de 2017, donde la Corte concluyó que aunque en 
principio el constituyente secundario se encontraba facultado para crear una nueva 
instancia jurisdiccional, separada de la Rama Judicial, encargada de investigar, 
juzgar y sancionar las infracciones cometidas en el marco del conflicto armado en 
relación con los combatientes y en relación con las demás personas que 
voluntariamente se sometan a dicho organismo transicional, no lo estaba para 
someter forzosamente a quienes tienen la calidad de no combatientes y no se 
someten voluntariamente a la misma” (C.C, Sentencia C-674/17, Colom.). 
  Según la información recolectada en las diferentes disposiciones, se puede afirmar que 
mientras en el acuerdo original de paz, no sometido aún a refrendación popular indica que la 





conflicto, es decir, se incluía en todos los casos a los terceros civiles; luego en el acto legislativo 
01 de 2017 se pasa por parte de la Corte a aplicar dos fórmulas para la comparecencia de los 
terceros, una voluntaria bajo la premisa de “podrán acogerse” y una obligatoria para los caso de 
graves violaciones de derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario, sin 
embargo al hacer el control de constitucionalidad de dicho acto legislativo la Corte 
Constitucional declara inexequible el parágrafo 2 del artículo transitorio 16 indicando que en 
todo caso la comparecencia de los terceros civiles en la Jurisdicción Especial para la Paz va a ser 
voluntaria. Añadido a lo anterior, la Corte expresa la: 
“declaratoria de inexequibilidad de los incisos 2 y 3 del artículo transitorio 16 es 
que los terceros civiles se encuentran sujetos en principio, al juez natural y al 
régimen jurídico general determinado en la Constitución Política y la legislación 
ordinaria, régimen que, por lo demás, es más estricto que el contemplado en el 
Acto Legislativo 01 de 2017. Dado que los criterios de priorización y de selección 
son inherentes a un sistema de justicia transicional, la Fiscalía General de la 
Nación y la Procuraduría General de la Nación adoptarán las medidas necesarias 
para garantizar los derechos fundamentales de las víctimas en los procesos ante la 
jurisdicción ordinaria”. (C.C., Comunicado 55, 2017). 
Proyecto de Ley Estatutaria 08 del 2017 “Estatutaria de la Administración de justicia en la 
Jurisdicción Especial para la Paz” nos encontramos con un proyecto que abarca y reitera 
conceptos como la naturaleza de la JEP frente a los casos que se hayan cometido por causa, con 
ocasión o en relación directa o indirecta con el conflicto armado, la necesidad de satisfacer el 
derecho de las víctimas por ser estos ejes centrales de esta jurisdicción, nos indica además los 





la verdad, justicia, reparación y no repetición. Con respecto a los terceros, este proyecto de ley 
nos reitera que la naturaleza de la Jurisdicción Especial para la Paz se centra en los casos que se 
dieron por “causa, con ocasión o en relación directa o indirecta del conflicto armado” (Proyecto 
de Ley Estatutaria 08 del 2017, Art. 8) recordando la competencia de la JEP para todos aquellos 
actores que sin importar su grado de participación deben pasar a responder por los crímenes que 
cometieron en ocasión o a causa del conflicto armado. 
Como marco normativo, tambien se tiene que la JEP, ya en la etapa de funcionamiento se ha 
pronunciado a partir de los antecedentes en donde establece la importancia de la comparencia de 
los terceros dentro de la justicia transicional por su grado de participación negativo, por ello La 
Sala de Definición de Situaciones Jurídicas de la JEP procedió a darle análisis al caso de David 
Char Navas en donde se establecieron criterios en base al Acto Legislativo 01 del 2017 para la 
inclusión voluntaria de los terceros dentro de la Jurisdicción Especial para la Paz, encontramos 
los siguientes requisitos: 
1. Que no hayan formado parte de las organizaciones o grupos armados; 
2. Que hubieren contribuido de manera directa o indirecta a la comisión de delitos en el 
marco del conflicto; 
3. Si se trata de conductas de financiación u otro tipo de colaboración, se requiere 
adicionalmente: 
3.1. Que no haya sido resultado de coacciones; 
3.2. Que estas personas hayan tenido una participación activa o determinante en 





3.3. Que las contribuciones realizadas por terceros a los grupos armados ilegales no 
hayan tenido el solo propósito de obtener un beneficio personal, propio o de un 
tercero (DeJusticia, 2018). 2 
Ahora bien, la Jurisdicción Especial para la Paz tuvo que limitar la obligatoriedad de 
comparecencia por parte de los terceros como actores económicos por la declaración de 
inexequibilidad de la Corte Constitucional al inciso 2 del artículo transitorio 16 del Acto 
Legislativo 01 del 2017 en donde las palabras “participación activa o determinante” eran la 
conexión con la obligación de las empresas a responder ante la justicia transicional. 
1.1.2 La Participación de los Terceros Como Actores Económicos en los Conflictos 
Armados  
     La justicia transicional se utiliza para hacer referencia a aquellos procesos transicionales 
mediante los cuales se llevan a cabo transformaciones radicales de un orden social y político 
determinado que enfrentan la necesidad de equilibrar las exigencias contrapuestas de paz y 
justicia (Torregrosa Jiménez & Torregrosa Jiménez, 2012, pág. 15). La Alta Comisionada de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Louise Arbour indica que: 
“La justicia transicional debe ayudar a convertir a las sociedades oprimidas en 
sociedades libres, haciendo frente a las injusticias del pasado a través de medidas 
que permitan lograr un futuro equitativo. Esa justicia debe ocuparse de los 
crímenes y abusos cometidos durante el conflicto que llevó a la transición, pero 
también tiene que ir más allá y hacer frente a las violaciones de derechos humanos 
                                                 
2 “Consideraciones a propósito de la decisión adoptada por la Sala de Definición de 
Situaciones Jurídicas de la JEP el 7 de mayo de 2018 ante la solicitud de sometimiento 





que precedieron al conflicto y lo provocaron o contribuyeron a él”  (Arbour, 
2007). 
     La idea de justicia transicional fue utilizada formalmente por primera vez luego de la 
segunda guerra mundial cuando se llevaron a cabo los Juicios de Nuremberg, siendo este un 
tribunal ad hoc establecido por los aliados (Estados Unidos, Reino Unido, Francia, URSS) 
mediante el acuerdo de Londres al finalizar la guerra mundial, la creación de dichos tribunales 
representó un gran avance en materia de derechos humanos puesto que “abrió paso a la idea de 
que hay derechos universales del hombre que ningún gobierno puede pisar libremente, sea en 
tiempos de guerra o de paz” (Huhle, 2005, pág. 28). 
     La primera aplicación de la justicia transicional en Colombia se hizo en los procesos de 
Justicia y Paz como fue denominada la ley que permitió la desmovilización de grupos 
paramilitares y que tenía como objetivo principal “facilitar los procesos de paz y la 
reincorporación a la vida civil de miembros de grupos armados al margen de la ley que se hayan 
desmovilizado individual o colectivamente, garantizando los derechos de las víctimas a la 
verdad, la justicia y la reparación integral” (Ministerio de Justicia, 2015) 
     El pasado 4 de septiembre de 2012 el gobierno del entonces presidente Juan Manuel 
Santos inició una negociación de paz con la guerrilla de las FARC la más antigua del mundo, las 
conversaciones se llevaron a cabo en Cuba, país garante y neutro dentro de este proceso; 
producto de dichas negociaciones el gobierno colombiano y las FARC firmaron un acuerdo.3 
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1.1.3 Inclusión de Terceros en los Procesos de Justicia Transicional. 
     Los terceros no son comúnmente relacionados con los conflictos armados pues en ciertas 
ocasiones tienen estos un papel menos visible, sin embargo “en algunos países se han adelantado 
juicios contra empresarios respecto de graves violaciones de derechos humanos durante un 
conflicto armado o una situación de represión.” (Michalowski, y otros, 2018, pág. 139). 
     Para efectos prácticos, debe entenderse por terceros civiles “como aquellas personas que 
sin formar parte de los grupos armados contribuyeron de manera directa o indirecta a la comisión 
de delitos en el marco del conflicto armado” (Oficina del Alto Comisionado para la Paz, s.f.). El 
primer antecedente de la inclusión de terceros civiles en tribunales ad hoc fue precisamente en 
los tribunales de Nuremberg en donde se adelantaron juicios llamados “casos industriales” en 
contra de empresarios que prestaron ayuda al régimen nazi durante la segunda guerra mundial 
como es el caso de Bruno Tesch quien: 
“Fue juzgado, declarado culpable y ejecutado por la venta del gas Zyklon B usado 
en los campos de exterminio de la Alemania nazi. Cuarenta empresarios más 
fueron llevados a juicio en los casos industriales en Núremberg por utilización de 
mano de obra esclava, robo de bienes judíos y producción y venta de armas de 
guerra y exterminio masivo en la era nazi” (Vand de Sandt & Moor, 2017).  
     Como también es el caso de Gustav Krupp Industrial que usufructuó del trabajo esclavo El 
Juicio Flick, seguido contra el industrial alemán Friedrich Flick, por la utilización de trabajo 
esclavo y crímenes contra la humanidad o el juicio a la IG Farben, empresa química industrial 
alemana. El juzgamiento de estos actores económicos fue posible con la llegada del estatuto de 
Nuremberg que concibió en su artículo 6 la comparecencia de todos aquellos que participaron en 





actuando en defensa de los intereses de los países del eje europeo, cometieron los delitos que 
constan en el estatuto, ya fuera individualmente o como miembros de organizaciones” (Estatuto 
del tribunal militar internacional de Nuremberg, 1945). Sin embargo, Nuremberg no ha sido el 
único caso de inclusión de empresas en procesos transicionales, en países como la ex-Yugoslavia 
en donde se estableció un tribunal ad hoc por el Consejo de Seguridad de las Naciones unidas, en 
cuya resolución se establece: “7 Responsabilidad penal individual 1. Una persona que planificó, 
instigó, ordenó, cometió o ayudó de otro modo e instigó en la planificación, preparación o 
ejecución de un delito mencionado en los artículos 2 a 5 del presente Estatuto, será 
individualmente responsable del delito” (Naciones Unidas, 1994). 
     La importancia de dicho tribunal radica en el desarrollo del concepto “complicidad” 
(Sentencia de la Cámara de Juicios del ICTY) en el caso Furundzija, significa prestar “apoyo 
práctico, alentamiento, o apoyo moral que tenga un efecto sustancial en la perpetración del 
crimen. Gran variedad de la jurisprudencia emitida por este tribunal implica a terceros en casos 
de complicidad del genocidio.”4  
     En el caso latinoamericano; en Argentina a finales de marzo del 2016 se dictó la primera 
sentencia condenatoria de un empresario en este país en el caso de Veloz del Norte por hechos 
que tuvieron lugar durante el régimen de la dictadura militar, Marcos Jacobo Levín, el 
propietario de la empresa La Veloz del Norte – una compañía de transporte automotor de 
pasajeros – fue condenado, junto a varios ex policías a 12 años de prisión por participar en los 
                                                 
4  Véase ejemplos de sentencias: ICTY. Prosecutor v. Perisic, Case IT-04-81-A, Trial Chamber Judgment, at para. 
37 (Feb. 28, 2013). 38 ICTY. Prosecutor v. Šainović, Case IT-05-87-A, Appeals Judgement, para. 1649 (Jan. 23, 
2014). 39 SCSL. Prosecutor v. Taylor, Case SCSL-03-01-A, Appeals Judgment, para. 486 (Sept. 26, 2013). Para una 






delitos de privación ilegítima de la libertad agravada e imposición de tormentos agravados.5 Otro 
elemento importante de este antecedente es la definición de  la culpabilidad del actuar de Levín 
en relación con su destacada función social como empresario que le permitía acceder a los 
sectores del poder del Estado y valerse de la infraestructura policial estatal. (Michalowski, y 
otros, 2018, pág. 165). 
Pese a los múltiples antecedentes encontrados en tribunales ad hoc como Sierra Leona, 
Ruanda, Chile, Brasil, Guatemala entre otros, en los procesos transicionales colombianos no se 
ha incluido de forma eficiente la responsabilidad por la participación de agentes económicos, 
esto es: Justicia y Paz, y acuerdos con la guerrilla de las FARC. 
     Con el inicio de las conversaciones de paz en el año 2012 y su terminación 4 años después, 
en el acuerdo de paz se nombró la jurisdicción de la JEP sobre todos aquellos que hubiesen sido 
participes en razón del conflicto armado y para dar más claridad a lo establecido en este texto en 
el 2017 se dio a conocer el acto legislativo 01 el cual con respecto a los terceros en su artículo 16 
transitorio instauró que: 
“Las personas que, sin formar parte de las organizaciones o grupos armados, 
hubieren contribuido de manera directa o indirecta a la comisión de delitos en el 
marco del conflicto, podrán acogerse a la JEP y recibir el tratamiento especial que 
las normas determinen, siempre que cumplan con las condiciones establecidas de 
contribución a la verdad, reparación y no repetición” (Acto Legislativo 01 del 
2017, Art. transitorio 16). 
                                                 
5
  Tribunal Oral en lo Criminal Federal de la Capital Provincial de Salta (Argentina), Fallo contra Marcos Jacobo 






1.2. Reparación, Verdad y Responsabilidad Social Empresarial 
1.2.1. El Derecho internacional y la importancia de la reparación integral. 
     “En el derecho internacional, el concepto de reparación hace referencia a una obligación a 
cargo de los Estados por hechos que le son imputables, conforme al derechos internacional y que 
violan obligaciones internacionales adquiridas por ellos” (Jofre Santalucia & Ocampo Seferian, 
2001, pág. 170),  en concordancia con el artículo 31 del documento elaborado por la comisión de 
derecho internacional de las Naciones Unidas (AG/56/83) se señala que: “Artículo 31: 
Reparación: El Estado responsable está obligado a reparar íntegramente el perjuicio causado por 
el hecho internacionalmente ilícito”.6 
     En ese sentido, “toda violación de los derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario da lugar al derecho de la víctima y de sus familiares a obtener reparación y a la 
consecuente obligación del Estado de garantizar dicho derecho” (Rincón, 2010, pág. 36). El 
concepto de reparación integral ha tenido desarrollo desde la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, ya que esta corte ha creado toda una doctrina al respecto de este concepto, todo ello 
justificado en el artículo 63 de la Convención Americana de Derechos humanos que indica: 
“Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su 
derecho o libertad conculcados. Dispondrá, asimismo, si ello fuera procedente, 
que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la 
vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte 
lesionada” (OEA, 1969). 






     El desarrollo jurisprudencial de este concepto ha llevado a que se haga una evolución 
conceptual de la idea de reparación integral, un concepto más ajustado a las nuevas realidades en 
cuanto a violación de derechos humanos. 
     El primer caso en donde se trató la importancia de la reparación integral fue el de 
Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado 
hondureño por la detención y posterior desaparición de Ángel Manfredo Velásquez Rodríguez, 
en donde se aclara que “los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de los 
derechos reconocidos por la Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, 
del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de 
los derechos humanos” (Corte Interamericana, 1988). Es decir, en este caso, no solamente se 
impuso como medida de reparación una indemnización a los titulares de dicho derecho, sino que 
se le obliga al Estado hondureño a realizar otras medidas de carácter simbólico, es decir, indican 
que una indemnización monetaria no es suficiente para poder suplir el derecho a una reparación 
integral de las víctimas. 
     Así mismo, se puede tomar como referencia la definición dada por la Corte en el caso o 
Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú, “las reparaciones, como el término lo indica, consisten en 
las medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas. Su 
naturaleza y su monto dependen del daño ocasionado en los planos tanto material como 
inmaterial” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 1984), debe tenerse en cuenta que no 
siempre es posible volver las cosas al estado anterior del daño, por lo que se utilizan conceptos 
como: restitución; indemnización; proyecto de vida; la satisfacción y las garantías de no–





     Tal como lo afirma Cançado Trindade en el salvamento de voto de la sentencia Loayza 
Tamayo vs Perú, “resulta claro que las reparaciones no pecuniarias son mucho más importantes 
de lo que uno podría prima facie suponer todo el capítulo de las reparaciones de violaciones de 
derechos humanos debe, a nuestro juicio, ser repensado desde la perspectiva de la integralidad de 
la personalidad de la víctima y teniendo presente su realización como ser humano y la 
restauración de su dignidad” (Corte Interamericana, 1997).  Es por ello, que a raíz del desarrollo 
del concepto de reparación integral, los sistemas de justicia del sistema interamericano le han 
apostado a la aplicación de dicho concepto, por tanto no podía faltar su desarrollo en el sistema 
de justicia transicional adoptado por Colombia tras los acuerdos de paz de Cuba, así lo indica el 
acto legislativo 01 de 2017 “El Sistema Integral hará especial énfasis en medidas restaurativas y 
reparadoras, pretende alcanzar justicia no solo con sanciones retributivas. Uno de los paradigmas 
orientadores de la JEP será la aplicación de una justicia restaurativa que preferentemente busca la 
restauración del daño causado y la reparación de las víctimas afectadas por el conflicto” (Acto 
Legislativo 01 del 2017) 
     Dicho lo anterior y con la falta de participación del sector empresarial dentro del Sistema 
Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR) con respecto a su 
responsabilidad dentro del conflicto armado se estarían violentando los derechos de las víctimas 
a una reparación integral ya que si entendemos que “[...] se ha demostrado que la mejor forma de 
lograr la satisfacción de los derechos de todas las víctimas es estableciendo relaciones e 
incentivos entre, de un lado el reconocimiento de responsabilidad, el esclarecimiento de la 
verdad y la contribución a la reparación, y de otro, el tratamiento especial de justicia que cada 





económicos estaría fragmentando una de las bases fundamentales de la JEP la cual es la 
protección y reparación de las víctimas. 
1.2.2. El Derecho a la Verdad y el Sistema Integral de Reparación.  
     El sistema integral fue creado con la finalidad de asegurar y proteger los derechos de las 
víctimas además de garantizar seguridad jurídica y reconciliación para el alcance de la paz. Este 
se compone de ciertos mecanismos que contribuirán con el restablecimiento de los derechos de 
las víctimas sin importar el agente que les haya causado perjuicios, es decir este sistema no 
distingue entre las víctimas de los agentes estatales, de las guerrillas, de los grupos paramilitares, 
de los terceros, etc. En cambio busca que aquellos responsables cooperen en los distintos 
mecanismos de verdad, justicia, reparación y no repetición para garantizar una respuesta integral 
a las víctimas (Alto Comisionado para la Paz). Debe entenderse además, a este sistema como una 
unidad que no puede ser fragmentada: 
“El Sistema es integral en tanto no se trata de una serie de mecanismos aislados, 
sino de un conjunto de mecanismos interconectados de manera coherente. Estarán 
interconectados, entre otros, a través de relaciones de condicionalidad y de 
incentivos para acceder y mantener cualquier tratamiento especial de justicia. 
Debe ser integral porque sólo así es posible dar una respuesta adecuada a todas las 
víctimas que nos ha dejado el conflicto armado y a todos sus derechos, así como 
al conjunto de la sociedad en general en la transición hacia la paz” (Oficina del 
Alto Comisionado para la Paz, s.f.).7 







   Es decir, este sistema busca beneficiar a las víctimas en sus derechos a través del 
otorgamiento de penas transitorias a los responsables que cumplan con los requisitos que se han 
impuesto en la JEP a través de los principios establecidos en el Acto Legislativo 01 del 2017: 
“El Sistema Integral parte del principio de reconocimiento de las víctimas como 
ciudadanos con derechos; del reconocimiento de que debe existir verdad plena 
sobre lo ocurrido; del principio de reconocimiento de responsabilidad por parte de 
todos quienes participaron de manera directa o indirecta en el conflicto y se 
vieron involucrados de alguna manera en graves violaciones a los derechos 
humanos y graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario; del 
principio de satisfacción de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, la 
reparación y la no repetición” (Acto Legislativo 01 del 2017). 
     El legislador en este párrafo reitera la importancia de la verdad sobre los hechos ocurridos, 
esto se justifica en que “la verdad es el presupuesto básico de cualquier proceso transicional que 
pretenda respetar los derechos de las víctimas y garantizar que las graves violaciones de derechos 
humanos cometidas con anterioridad a él no se repitan” (Uprimny & Saffon, pág 345, 2006) es 
decir, sin verdad no se podría atribuir responsabilidades ni cumplir con los derechos de las 
víctimas, a razón de ello este derecho debe entenderse como un todo que no permite ser 
fragmentado, por ello cuando se habla de la voluntariedad de los terceros como actores 
económicos se está poniendo el derecho a la verdad en riesgo de ser un relato incompleto que no 
solo no logra satisfacer las necesidades de las víctimas, sino además impide el avance de 





1.2.3. Responsabilidad Social Empresarial (RSE) y la Construcción de Paz. 
     Se debe entender que las empresas y el sector productivo no se limita en deberes a generar 
riquezas, sus responsabilidades llegan hasta “un pacto justo entre las instituciones y la sociedad, 
y la empresa como parte de la sociedad necesita contribuir al bienestar de esta” (Ibarra Padilla, 
2014, pág. 4), es decir cada empresa tiene una obligación moral con la sociedad y el medio 
ambiente. Por ello en el ámbito internacional se han creado los llamados principios del Global 
Compat8 que se basa en 10 principios de los cuales en el marco del conflicto armado nos 
interesan 3 a saber: 
“Principio I: Protección de los derechos humanos fundamentales reconocidos 
universalmente. 
Principio II: Evitar verse involucrado o ser cómplice en abusos a los DDHH. 
Principio X: Lucha contra la corrupción en todas sus formas, incluidas extorsión y 
soborno.” (Pacto Mundial, Red Española, 2019) 
Colombia se acoge a estos principios que buscan alejar a las empresas de su participación en 
actos de violencia y propender por la colaboración entre el sector económico y el Estado para 
lograr la construcción de la paz. Como bien señala las Naciones Unidas: 
“Una alianza público-privada es un conjunto de relaciones voluntarias y de 
colaboración entre partes, públicas y privadas, en las que todos los participantes 
acuerdan colaborar para alcanzar un objetivo común o emprender una tarea 
concreta y compartir los riesgos y las responsabilidades, los recursos y las 
ventajas. Las alianzas son un potente instrumento para abordar la cuestión de la 
                                                 
8 El Pacto Global de Naciones Unidas es una iniciativa que promueve el compromiso del sector privado, sector público y sociedad civil a alinear 
sus estrategias y operaciones con diez principios universalmente aceptados en cuatro áreas temáticas: derechos humanos, estándares laborales, 





reconstrucción postbélica ya que permiten combinar la perspectiva local con la 
global” (Prandi & Lozano, 2010, pág. 41). 
Por medio de una alianza del sector económico involucrado en hechos ilícitos del conflicto 
armado y el Estado mediante políticas de Responsabilidad Social Empresarial (RSE) se podrá 
lograr la participación de los terceros en la reparación de las víctimas por medio de la adaptación 
de sus negocios a la construcción de la paz y además se garantizará que los actores culpables 
cumplan con los principios dados por el Global Compact.  
Para concluir, es necesario entender que la Importancia de la participación de los terceros 
como actores economicos en la reparación integral se hace desde la importancia que la justicia 
transicional le otorga a las víctimas y sus derechos, ya que estos son el eje central y el motivo por 
el que se creó la Jurisdicción Especial para la Paz, por lo que no se puede pasar a librar de toda 
responsabilidad a empresas que de manera indirecta o directa participaron en el conflicto armado 
violando derechos internacionales y principios como los que se establece en la Responsabilidad 
Social Empresarial, su participación obligatoria nos lleva a proteger, facilitar y otorgar la 
reparación integral a las víctimas del conflicto armado, en especial el derecho a la verdad el cual 
ha demostrado su importancia en diferentes procesos internacionales 
“De esta manera, pedirles a los terceros (en particular a empresas) que rindan 
cuentas por su participación en las violaciones de los DDHH es un factor decisivo 
a la hora de lograr una paz sostenible. Esto se fundamenta posibilidad de que las 
empresas continúen sus actividades en el país, y que la falta de colaboración y 
reconocimiento de responsabilidad propicie el resurgimiento de las tensiones y 
violencias pasadas. Además, dicha rendición de cuentas implica un posible 





participación en la violación de lo DDHH, se convierte en una herramienta 






















2. Análisis de la Participación de los Actores Económicos en el Conflicto Armado 
2.1. Participación Positiva de los Actores Económicos en el Conflicto Armado 
2.1.1. Multinacionales y su Aporte a la Paz. 
Pese a lo que se expuso con anterioridad, existe otro punto de vista respecto a la participación 
de agentes económicos en el conflicto armado, como lo es, la inclusión de estos en la 
construcción de paz como por ejemplo políticas de inserción laboral de desmovilizados, la 
participación en programas de reincorporación a la vida civil (PRVC), entre otros, “ya que el rol 
del sector privado o empresarial en la creación de condiciones para alcanzar una paz estable y 
duradera en sociedades con conflictos armados” (Kolk & Lenfant, 2013) como es el caso de las 
multinacionales ya que sus actividades corren riesgo “el cual consiste en que son vistas por los 
grupos guerrilleros colombianos como ‘invasoras’, y por los grupos paramilitares como fuente de 
financiación y objeto de protección y de la llamada vacuna” (Gutiérrez, 2008).  
Se pueden encontrar ejemplos de Multinacionales como ejemplo de cooperación empresario - 
Estado en busca de la paz encontramos a HEINEKEN en Sierra Leona:  
HEINEKEN desarrolla un proyecto local en Sierra Leona que ha servido para 
estimular las relaciones comerciales locales, ya que crea cientos de nuevos 
empleos para la población, aumenta significativamente los ingresos de 
productores locales y mejora así los indicadores de pobreza a escala local. 
Además, este proyecto forma parte de la estrategia que Heineken lleva a cabo en 
África cuyo objetivo es obtener al menos 60% de las materias primas que 






2.1.2. Empresas Colombianas que construyen la paz.  
En Colombia, el Grupo Éxito una compañía multilatina, lider del mercado al detal en 
Suramérica9, grupo que define sus políticas de sostenibilidad de la siguiente manera:  
“Compañía comprometida con la sostenibilidad; en cada una de nuestras acciones 
trabajamos para que nuestras actividades apalanquen el crecimiento del país, en 
un marco de buen gobierno corporativo, transparencia, equidad, fortaleciendo la 
institucionalidad y respetando la legislación, considerando las expectativas de 
nuestros grupos de interés y actuando en coherencia con los principios del Pacto 
Global y los estándares mundiales de la sostenibilidad” Negrilla fuera del 
texto (Grupo Exíto, 2016, pág. 1). 
El Pacto Global de Naciones Unidas mencionado con anterioridad se define como “una 
iniciativa que promueve el compromiso del sector privado, sector público y sociedad civil a 
alinear sus estrategias y operaciones con diez principios universalmente aceptados en cuatro 
áreas temáticas: Derechos Humanos, Estándares Laborales, Medio Ambiente y Lucha Contra la 
Corrupción, así como contribuir a la consecución de los Objetivos de Desarrollo Sostenible”10 
(ODS) El grupo Éxito, bajo el precepto del principio número seis que indica que  “Las empresas 
deben apoyar la abolición de las prácticas de discriminación en el empleo y la ocupación, 
Naciones Unidas creó un programa en el 2011 del cual, se beneficiaron 263 reinsertados y luego 
en 2012 adelantó un Programa de inclusión laboral que genera 342 puestos de trabajo para 
‘integrantes de poblaciones vulnerables” (Jiménez Peña, 2014, pág. 80).  









“De igual manera, al reconocer la situación de confrontación que existe en el país, 
almacenes Éxito S.A., como primer empleador privado de Colombia, luego de 
una invitación del Ministerio de Interior y Justicia se estudiaron las posibilidades 
que existían para apoyar el proceso de reintegración a la población desmovilizada, 
almacenes Éxito S.A. encontró́ en el contrato de aprendizaje” (Observatorio de la 
reintegración, 2009, p. 44). 
Actualmente el grupo Éxito en alianza con el Sena brinda formación para el trabajo a los 
desmovilizados, aportando los nuevos técnicos y tecnólogos que se reinsertan a la vida civil. 
Por otra parte, un ejemplo de empresas nacionales participantes en la construcción de la paz, 
se tiene que Ecopetrol como entidad brinda su apoyo a la Red Nacional de Programas de 
Desarrollo y Paz hace parte de 18 programas en la modalidad de fundador, aliado o socio como 
se ve a continuación:  
Tabla 1 
Red Nacional de Programas de Desarrollo y Paz. 
Entidad Partición de Ecopetrol 
RED DE PROGRAMAS DE DESARROLLO Y PAZ 
www.redprodepaz.org.co/ 
Miembro del comité 
estratégico 
PROGRAMAS DE DESARROLLO Y PAZ  
CORPORACIÓN DESARROLLO Y PAZ DEL BAJO 
MAGDALENA 
Socio fundador, miembro 
de la Junta Directiva y 
aliado 
CORPORACIÓN DESARROLLO Y PAZ DEL CANAL DEL 
DIQUE Y ZONA COSTERA 
http://www.pdpcanaldeldiqueyzonacostera.blogspot.com 
Socio fundador, miembro 
de la Junta Directiva y 
aliado 
CORPORACIÓN NUEVA SOCIEDAD REGIÓN 
NORORIENTAL COLOMBIANA www.consornoc.org.co 
Socio y Aliado 
CORPORACIÓN PROGRAMA DESARROLLO PARA LA 
PAZ DEL MAGDALENA CENTRO 
Aliado 
CORPORACIÓN DESARROLLO Y PAZ DEL 
MAGDALENA MEDIO www.pdpmm.org.co 
Miembro de la Junta 





FUNDACIÓN RED DESARROLLO Y PAZ DE LOS 
MONTES DE MARÍA www.fmontesdemaria.org/ 
Miembro de la Junta 
Directiva y Aliado 
CORPORACIÓN PROGRAMA DESARROLLO PARA LA 
PAZ DEL ORIENTE, NORDESTE Y MAGDALENA MEDIA 
ANTIQUEÑO – PRODEPAZ www.prodepaz.org/ 
Aliado 
FUNDACIÓN PROSIERRA NEVADA DE SANTA MARTA 
www.prosierra.org/ 
Miembro de la Junta 
Directiva y Aliado 
PROGRAMA DE DESARROLLO Y PAZ TOLIMA 
TOLIPAZ www.tolipaz.com 
Aliado 
CORPORACIÓN VALLENPAZ http://vallenpaz.org.co Aliado 
CORPORACIÓN DESARROLLO PARA LA PAZ DEL 
PIEDEMONTE ORIENTAL – CORDEPAZ 
http://cordepaz.org 
Socio, miembro de la 
Junta Directiva y aliado 
CONSEJO REGIONAL INDÍGENA DEL CAUCA – CRIC 
www.cric-colombia.org/ 
Aliado 
CORPORACIÓN DESARROLLO Y PAZ DEL HUILA Y 
PIEDEMONTE AMAZÓNICO – HUIPAZ http://huipaz.org 
Aliado 
CORPORACIÓN DESARROLLO Y PAZ DE CÓRDOBA Y 
URABA – CORDUPAZ 
Socio fundador, miembro 
de la Junta Directiva y 
aliado 
CORPORACIÓN DESARROLLO Y PAZ DEL CESAR 
http://www.pdpc-cesar.blogspot.com 
Aliado 
CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y EDUCACIÓN POPULAR 
– CINEP 
Aliado 
CORPORACIÓN PBA www.corporacionpba.org Aliado 
Nota: Programas de desarrollo y paz, Ecopetrol 11 
También es el caso de la empresa ISA que tiene a su cargo 3 iniciativas de paz, que son:  
Tabla 2 
Nombre Año Participación de ISA 
Fundación ideas para la paz 
(FIP) 
1999 Miembro consejo directivo- socia 
Red Prodepaz 2002 Fundadora 
Reconciliación Colombia 2016 Fundadora 
Elaboración Propia12 











Otro ejemplo es el caso de Nestlé, que tiene un plan de fomento agropecuario en Caquetá en 
el año 2012 que trabaja desde los siguientes frentes Transferencia de tecnología, Mejoramiento 
nutricional del ganado, Programas de sanidad animal, Programas de mejoramiento genético, 
Obras de infraestructura Programa de mejoramiento de la calidad de leche y Proyecto de 
silvopastoreo. Además, 
 “En una alianza tripartita entre la Fundación para la Reconciliación de Bogotá, 
Nestlé́ y la Alcaldía Municipal de Bugalagrande en el Valle del Cauca, se realizó́ 
la creación de un Centro de Reconciliación en dicho municipio como un 
mecanismo para mejorar el relacionamiento de la empresa con grupos de interés 
de su entorno operacional, propiciando un espacio para tramitar las diferencias, y 
así́ mitigar conflictos, el escalamiento de estos o posibles afectaciones a los 
derechos humanos.” (ANDI, NIR & FIP, 2014, pág. 38). 
Igualmente se encuentra la organización Carvajal, empresa colombiana nacida en Cali quien 
creó la Fundación Carvajal, y a su vez la Fundación Carvajal creó la Cooperativa de Trabajo 
Asociado “Mundo Maderas”, “un negocio inclusivo con excombatientes encargado de producir y 
reparar estibas en la ciudad de Cali con el objetivo de promover una alternativa de generación de 
ingresos a partir del emprendimiento, que les permita a los asociados y a sus familias lograr la 
estabilidad e independencia económica necesarias en el proceso de reinserción a la vida civil” 
(ANDI, NIR & FIP, 2014, pág. 36). 
Es así como en 1999 el Parque PANACA abrió sus puertas, para reactivar la economía de la 
Región ofreciendo empleos, dignificando la labor del campo y educando a campesinos, víctimas 
del conflicto armado, excombatientes de grupos armados, ex militares y minorías13, el grupo 






Panaca, promueve la reconciliación a través del turismo, ademas suguiendo lineamientos de la 
RSE ofrece programas de formación tecnica agropecuaria para lideres campesinos, indigenas, 
afrodescendientes, militares, y personas en proceso de reinserción en todo el país   
2.2. Complicidad Empresarial en el Conflicto Armado Colombiano  
2. Análisis de la Participación de los Actores Económicos en el Conflicto Armado  
“La confluencia de intereses económicos (de explotación, producción o 
distribución) y presencia de actores armados en distintos territorios del país. Los 
estudios de economía política del conflicto armado colombiano demuestran que 
las regiones con un valor estratégico para la explotación de algún bien o servicio 
suelen ser las más afectadas por los grupos armados, por lo que son escenarios 
propicios para la colaboración entre el poder económico y los actores armados” 
(Martínez, 2001) 
Siguiendo esta línea en Colombia ya se encuentran ejemplos en los que se han juzgado 
empresas por su complicidad en el conflicto armado como lo es el caso Urapalma14 (C.S.J., 
Sentencia AP799-2018, Colom) y Palmas SA, caso en el que se condenó a 10 años de cárcel al 
empresario Antonio Nel Zúñiga Caballero. 
Esto en razón a que dichas empresas (caso Urapalma), alrededor del año 2000 se asentaron en 
la cuenca del Curvaradó y Jiguamiandó con el objeto de complementar un proyecto 
agroindustrial enfocado principalmente en la explotación de la palma de aceite; para lograr este 
objetivo, las empresas forjaron alianzas con grupos paramilitares de la región provocando no 
sólo el desplazamiento forzado de comunidades afrodescendientes, sino crímenes ecológicos en 
                                                 
14
 Al respecto, empresarios de Urapalma en complicidad con grupos paramilitares llevaron a cabo la llamada 





donde actualmente se observan sendas plantaciones de palma, pero que para su plantación fue 
necesario acabar con el ecosistema propio de la región, ocasionando, además, un impacto 
ambiental negativo en zonas declaradas reserva forestal (C.S.J., Auto AP1582 - 2015, Colom).  
No solamente despojaron comunidades de sus predios, sino que además se blindó el despojo 
por medio de figuras contractuales la ilegalidad de los predios adquiridos de mala fe en 
complicidad con funcionarios y jueces, de allí que: 
“La multiplicidad de víctimas generadas por los desplazamientos, el despojo de 
tierras y bienes, promovido por la ilegal asociación conformada por estructuras 
paramilitares que actuaron en connivencia con empresarios de palma como el 
acusado, cuya estela de violencia evidencia el daño real irrogado a estas 
comunidades, a su tejido social y el menoscabo de la institucionalidad y la 
democracia en las regiones afectadas por el fenómeno analizado en este proveído” 
(C.S.J., Acta 043-2012, Colom). 
Sin embargo, solamente se produjo una condena personal hablando del empresario juzgado 
como persona natural y a su vez una condena pecuniaria (multa), pero los derechos de las 
víctimas no se han visto resarcidos en su totalidad.  
Otros ejemplos de violaciones a derechos humanos con participación directa o indirecta de 
empresas se obtienen de un informe elaborado en el año 2005 por parte de La Escola de Cultura 
de Pau quien es un centro de investigación sobre paz, conflictos y derechos humanos adscrito a 
la Universidad Autónoma de Barcelona y creado en 1999 por la Cátedra UNESCO sobre Paz y 
Derechos Humanos de la UAB, en donde se relacionan empresas de origen español que ejercen 
sus actividades económicas en nuestro país con crímenes hacia la población civil, la importancia 





lugar en inversiones en Colombia y hacían presencia en los sectores más importantes de la 
economía. 
Tabla 3 
Empresas vinculadas con el conflicto armado colombiano. 







del Norte del 
Cauca. 
-Población de 
Barrios de baja 
-Fragmentación sindical, reducción de más de la mitad 
de la plantilla inicial entre 1999-2003 y asesinatos de 27 
sindicalistas por paramilitares en el proceso de su 
privatización (1999-2003). 
Fuente: Informe Seguimiento social en el Caribe 
colombiano a la corporación Unión Fenosa. Martha 
Rincón. Censat Agua Viva. 2004. www.censat.org 








-Denuncia indígenas Orewa y afrocolombianos ACIA 
(Organizaciones del “Bajo y Medio Atrato”) de las 
actuaciones de prospección minera y petrolera que realizan 
diferentes compañías, entre ellas la española Repsol, en la 
religión del Chocó (“Najo y Medio Atrato, y el Medio y 
Alto San Juan” – en el nord- oeste del país). Esta operación 
fue acompañada por la irrupción de grupos de paramilitares 
que actúan contra las poblaciones locales. Por causas no 
concretadas, resistencia de las comunidades u otras 
desconocidas. Repsol se retiró del Choco entorno al año 
1998. Fuente: info-ong / premsa 1991) 
-Campaña nacional e internacional sobre los efectos de 
la explotación petrolera en Arauca: por el respeto a la 
vida, a los DDHH, a la cultura y a la permanencia en el 
territorio. El objetivo de la campaña es divulgar el impacto 
de las petroleras OXY y Repsol en territorio indígena y 
también, a partir de la elaboración de una investigación 
iniciar un proceso de demandas respecto a estas petroleras. 
Fuente: www.organizacionessociales.org/porlavida 
- Informe Amnistía Internacional “Un laboratorio de 
guerra: represión y violencia en Arauca”  
BBVA Comunidad de 




-Vulneración ética bancaria de la comunidad de Paz de 
San José de Apartadó: días después de que una ONG 
española hiciera una transferencia bancaria al N° de cuenta 
de la Comunidad de San José, después de la masacre de 8 





del dinero por la sospecha sobre su posible origen en el 
narcotrafico. Fuente: Denuncia Mujeres de Negro de 




Nota: Fuente: Empresas Españolas en Colombia, Costes y Oportunidades en la Construcción de 
la Paz y de los Derechos Humanos. 2005.15 
Lo anterior refleja cómo la situación respecto de la complicidad empresarial no es un 
problema novedoso y se desarrolla en diversos contextos, es entonces cómo encontramos 
violencia contra sindicalistas, comunidades protegidas, población civil entre otros, pero lo más 
destacable de estos ejemplos es que las situaciones se generan en un contexto de abandono 
Estatal en donde se conjugan bastantes dinámicas sociales y políticas como lo fueron en su 
momento, la carencia de la consolidación de un Estado, desigualdad social, privatizaciones, 
nacimiento de la estructura paramilitar ofensiva contra las FARC, desplazamiento forzado,  
reformas agrarias (ECP, 2005).  
Esto significa, que existe una evidente necesidad de esclarecer cual de todas las dinámicas 
provocó la afectación a los derechos de las víctimas, por qué y para qué; es decir el derecho a la 
verdad entendiendo este como un derecho humano que los Estados están en la obligación de 
respetar y proteger.  
2.2.1. La frustrada ley de Justicia y Paz.  
Producto del proceso de paz llevado a cabo entre los grupos paramilitares y el gobierno 
colombiano culminado en el año 2005 conforme a la ley 975 de 2005 existen hoy en día 64 
sentencias de postulados en dicho proceso.16  







En determinadas decisiones de los tribunales de Justicia y Paz han encontrado mediante 
investigación la participación de varios comerciantes y empresas en la comisión de graves 
violaciones a los derechos humanos y la financiación de grupos paramilitares. Sin embargo, 
Justicia y Paz sólo involucró a los excombatientes y no a los terceros que ayudaron directa o 
indirectamente. Para ejemplificar la situación se toma una sentencia de primera instancia 
respecto de la cual se juzga a los postulados del bloque Elmer Cárdenas el 27 de agosto de 2014 
proferida por la Sala de Justicia y paz del Tribunal Superior de Medellín bajo el radicado 
110016000253 2008 83241. se mencionan 38 terceros civiles respecto de los cuales se ordena 
una compulsa de copias a la Fiscalía General de la Nación para que realice las respectivas 
acusaciones ante la jurisdicción ordinaria, a continuación, se identifican algunos de los terceros 
mencionados en dicha sentencia relacionados con el nombre del postulado que los refiere, fecha 
del hecho y de la versión, así como a la autoridad a la que se le envía la compulsa de copias:  
Tabla 4 
Participación de comerciantes en el conflicto armado colombiano 




a la que se 
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Comerciante Pedro Nel 
Rincón 







































Empresa Fabricato y 
Fabritolima 




















































Comerciante Adolfo Ardila 
Hoyos 






Comerciante Pedro David 
Gallón 




Nota: Sala de Justicia y Paz Tribunal Superior de Medellín, M.P.: Juan Guillermo Cárdenas 
Gómez, 2014.17 
Como el ejemplo anterior se puede conocer que dentro del proceso de “Justicia y Paz los 
fiscales y magistrados pidieron que la justicia ordinaria investigue penalmente –a través de las 
llamadas compulsas de copias– a 15.291 terceros civiles, en un gran número actores corporativos 
o empresariales” (Vand de Sandt & Moor, 2017, pág. 137). 
Sin embargo, dichas compulsas de copias no han llegado a investigaciones ni condenas 
específicas a los actores mencionados en dicho proceso.  
En apartados de otras sentencias se encuentran testimonios de los postulados mencionando 
apoyo de comerciantes de la zona donde ejercen parte de sus actividades ilícitas: 
“Un grupo de comerciantes financió un grupo de justicia privada denominado 
“Los Doce Apóstoles”, que se tuvo como un grupo de delincuencia común de 
ajusticiamiento o mal llamada “limpieza” por las acciones que realizó, dictándose 
resolución de acusación por este hecho contra SANTIAGO URIBE VÉLEZ, 
desatándose el juicio en el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de 
Antioquia” (Tribunal Superior de Medellín, 28-6-2018, Colom). 
O resoluciones que muestran como directamente los grupos paramilitares fueron creados y 
promocionados por terceros. 








“Frente a las relaciones con empresarios, se ha compulsado copias en contra de 
Salvador Escobar quien para la época era el dueño de la empresa “Lácteos 
Andinos de Nariño”, y personas que hacen parte de la agremiación Sociedad de 
Agricultores y Ganaderos de Nariño (SAGAN), quienes según la Fiscalía, 
financiaron y promovieron al Bloque en el departamento de Nariño, en la misma 
sentencia las ACCU ingresaron al Caquetá por solicitud de ganaderos y 
comerciantes a Carlos Castaño, quien envió a finales de 1997 a Rafael Antonio 
Londoño Jaramillo y Lino Ramón Arias Paternina alias “José María” para que 
incursiona con un aproximado de 34 a 35 personas, procedentes, en su mayoría, 
del departamento de Córdoba” (Tribunal superior del distrito judicial de Bogotá, 
2-12-2010, Colom). 
En otra sentencia también se indica como el origen de las AUC se debe a la congregación de 
comerciantes.  
“La falta de respuesta sistemática desde el punto de vista legal, fue la que 
finalmente ocasionó como se viene narrando, que equivocada e ilícitamente 
comerciantes, terratenientes, bananeros, ganaderos y demás afectados unieran 
fuerzas creando grupos armados privados con la finalidad de defender sus 
propiedades, bienes, oponiéndose de esta manera al dominio que por años 
ejercieron los grupos guerrilleros, buscando la erradicación de estos subversivos 
en todas sus expresiones” (Tribunal Superior de Medellín, 28-6-2018, Colom). 
De igual manera dentro de las investigaciones realizadas en el marco del desarrollo de la ley 
de Justicia y Paz se encontró el caso de una asociación encargada de prestar servicios de 





bananeras de la región hacia el año de 1997, y que fue utilizada para legitimar los dineros que 
aportaban dicho actores a los grupos paramilitares del Bloque Bananero de las Autodefensas 
Campesinas de Córdoba y Urabá ACCU, en dicho testimonio Raúl Emilio Hasbún Mendoza un 
postulado en el proceso y ex jefe paramilitar, afirma que respecto a la situación de los aportes 
todos eran entregados con voluntariedad a la convivir, incluso contando con la participación del 
grmio AUGURA Asociación de Bananeros de Colombia,  
“tras el trámite y cumplimiento de los requisitos de constitución de las cooperativas, 
aparecen las doce convivir de la región. La más importante de estas fue La Cooperativa 
"Papagayo", administrada por Arnulfo Peñuela, aprobada mediante resolución 42360 de 
noviembre de 1996, con cerca de 1.065 hombres y a través de la cual se ha determinado 
que se canalizaron los aportes económicos de las multinacionales bananeras de la 
Región.” (Tribunal Superior de Medellín 24-9-2005, Colom) 
De tal manera que no se puede ignorar ignorar entonces que precisamente fueron esos aportes 
voluntarios dados a esas cooperativas, las que constituyeron ese andamiaje logístico y económico 
que se requería para poner en funcionamiento los grupos paramilitares y de paso sembrar de 
terror esa zona del Uraba, puesto en la sentencia mencionada con anterioridad, tambien se afirma 
que fueron “Un total de 194 empresas bananeras hicieron aportes a la Convivir Papagayo y a la 
Asociación de Servicios Especiales de Vigilancia y Seguridad Privada de Urabá. Entre éstas está 
la comercializadora Banadex, filial de Chiquita Brands, que realizó aportes entre los años 2.001 
y 2.004 por un total de mil seiscientos setenta y un millones ciento once mil seiscientos cuarenta 
y cuatro pesos ($1.671.111.644)” (Tribunal Superior de Medellín 24-9-2005, Colom) de igual 
manera se afirma que al menos mas de siete mil millones de pesos habrían entrado por medio de 





se creó el grupo de Belén Altavista, en Medellín, que llegó de Urabá y que realizó una masacre 
en ese sector, con los dineros provenientes entonces de las bananeras y que las hace 
jurídicamente responsables.” (Tribunal Superior de Medellín 24-9-2005, Colom) 
Incluso se han llegado a establecer patrones de macrocriminalidad que conectan a empresas 
con delitos como el desplazamiento forzado: 
“No deja de llamar la atención el hecho de que despojados de sus tierras y 
habiendo vendido algunas de ellas, empresas privadas llegaran al territorio, sin 
que en apariencia tuvieran problema en desarrollar sus actividades en la zona, a 
través de monocultivos extensivos, sobre las mismas tierras en las que se había 
presentado la violencia… ¿por qué los campesinos eran víctimas de la violencia 
desplegada por los grupos paramilitares y no lo eran las empresas que con 
posterioridad allí llegaban?” (Tribunal superior del distrito judicial de Bogotá, 11-
08-2017, Colom). 
 Sin embargo, en dichas versiones libres no sólo se muestran las relaciones entre paramilitares y 
terceros, también entre guerrillas y terceros. 
“Es así como se familiariza con la región del Urabá, de fuerte presencia para 
principios de la década de los noventa de frentes de las FARC, el ELN y EPL, 
asentándose en el municipio de Necoclí-Antioquia, donde se conoció con la 
familia Vanegas González, comerciantes del lugar y para quienes laboró en 
negocios de proveedores y supermercados; es así, como por intermedio de estos, 
se relaciona con Carlos Alberto Ardila Hoyos, alias “Carlos Correa”, ganadero y 





colaboraban logísticamente con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia (FARC)” (Tribunal Superior Medellín, 17-05 -2018, Colom). 
En el año 2018 el centro de estudios jurídicos y sociales Dejusticia publicó un informe con 
resultados de una investigación acerca de la participación de empresas en el conflicto armado 
colombiano18, este nos muestra una serie de gráficos que resumen la información encontrada con 
relación a agentes económicos en las todas sentencias proferidas por tribunales especializados 
para concluir el proceso de  Justicia y Paz. (grafico 1 y 2) 
Grafico 1 
 
Nota: (Entre Colaboración y Coacción, Dejusticia. 2018)  
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Nota: (Entre Colaboración y Coacción, Dejusticia. 2018) 
Habiendo expuesto el número de agentes económicos, el informe dispuso diferenciar entre 
comerciantes como personas naturales, y empresas como personas jurídicas y así mismo 
diferenciarlas por su objeto social o actividad a la que se dedican; se encuentra entonces que la 
ganadería y la agricultura son los sectores que más aportes hicieron a los paramilitares, 
información que concuerda con los apartes de algunas sentencias de justicia y paz en donde se 
indica que en primer lugar varios sectores y asociaciones ganaderas ayudaron al surgimiento del 
paramilitarismo y en segundo lugar se encuentran varios casos de desplazamiento forzado 
auspiciado por empresas con la finalidad de utilizar dichas tierras para el desarrollo de su 
actividad económica como lo es el caso de cultivos de palma en el Chocó. Tal como lo afirma un 
informe presentado por el departamento nacional de defensa de Canadá en el cual se afirma: 
“La motivación de las empresas multinacionales para aumentar sus inversiones en 
Estados de riesgo como Colombia, Indonesia, Argelia y Filipinas, a pesar de la 
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aparición de conflictos violentos en esos países, se atribuye a la existencia de 
activos basados en recursos naturales y a un mayor rendimiento potencial. 
Además, los estudios que confirman que las multinacionales están invirtiendo más 
de $ 150 mil millones anuales en casi 50 países que están por debajo del punto 
intermedio en el Índice de Percepción de la Corrupción de Transparency 
International, han confirmado el aumento de las inversiones de las EMN en 
entornos corruptos. que puede ser descrito con confianza como bastante a muy 
corrupto”19 (Kanagaretnam & Brown, 2005). 
Sin embargo, el informe presentado por Dejusticia también plasma como las empresas y los 
comerciantes en algunas ocasiones fueron víctimas; puesto que tanto el acuerdo original de paz, 
como el acto legislativo 01 de 2017 preveían que es una causal de exclusión de la obligatoriedad 
de comparecer ante la JEP que es cuando concurre el elemento de la coacción, teniendo en 
cuenta que se presentaron casos en los que el apoyo financiero era producto de amenazas a las 
propiedades o a la integridad personal de los terceros o de sus familias.     
2.2.2. Restitución de Tierras y Empresas.  
Esto, en concordancia con la información que presentan los gráficos anteriores, pues los 
sectores empresariales que presentan mayor complicidad con grupos al margen de la ley tienen 
gran incidencia con el manejo de recursos naturales y el problema de la tenencia de la tierra en 
nuestro país.   
En Colombia se implementó una política de restitución de tierras Ley 1148 de 2011 que tiene 
por objeto:  
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“Establecer un conjunto de medidas judiciales, administrativas, sociales y 
económicas, individuales y colectivas, en beneficio de las víctimas... dentro de un 
marco de justicia transicional, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus 
derechos a la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición, de 
modo que se reconozca su condición de víctimas y se dignifique a través de la 
materialización de sus derechos constitucionales” (Ley 1448 de 2011, art. 1, 
Colom). 
Como parte de la reparación integral hacia las víctimas a causa del conflicto armado dicha 
política implica que pueden reclamar sus predios, las personas propietarias o poseedoras de 
predios o explotadoras de baldíos que hayan sido o sean víctimas del despojo o abandono 
forzado de sus tierras a causa del conflicto armado, desde el 1 de enero de 1991 hasta el 10 de 
junio de 2021.20 
Ahora bien, se analizaron las sentencias que restituyen a las víctimas sus derechos sobre los 
predios despojados proferidas por Tribunales especializados en restitución de tierras, en busca de 
menciones a actores económicos y se tiene que aunque no existe un patrón que permita afirmar, 
como en el caso de Justicia y paz que hay una relación directa con el despojo y empresas o 
comerciantes, si se encontró que por ejemplo en la zona de Montes de María, lugar en donde más 
se encuentran casos de despojo, se verifican varios casos de predios comprados por una persona 
a nombre propio, que luego entran en posesión o propiedad de empresas, representadas algunas 
de ellas por el mismo comprador. Lo anterior, sumado a la situación de orden público, la 
notoriedad de los hechos de violencia acaecidos en la zona y, las ventas masivas que se estaban 
dando como consecuencia del desplazamiento y la violencia, son circunstancias que de acuerdo 








con el tribunal exigían del comprador mayor cuidado y análisis para la adquisición del inmueble. 
(Tribunal superior del distrito judicial de Cartagena, 17-02-2016. Colom) 
Igualmente, un informe presentado por el Centro de Memoria Histórica acerca de la tierra en 
disputa en la zona caribe colombiana indica que de la “mano de los paramilitares, se adquirió o 
expropió amplias extensiones de tierra que se han utilizado para la ganadería. La agricultura 
descendió del 30.4% al 24.1%, detrás de lo cual se encuentra el fenómeno del desplazamiento 
forzado de pobladores” (CNNR, 2009, pág. 79). Asimismo, otro informe presentado por 
Dejusticia citado con anterioridad afirma que: 
“El municipio de El Carmen de Bolívar es el lugar donde más se hayan proferido 
sentencias de restitución con opositor empresarial las sentencias de restitución de 
tierras en esta subregión ejemplifican un mayor avance en términos del 
esclarecimiento de las rutas del despojo jurídico que siguieron personas naturales 
y jurídicas, aunque esto no haya tenido mucha resonancia en términos de 
investigaciones y sanciones penales. En solo seis casos se hicieron compulsas de 
copias a la Fiscalía” (Michalowski, y otros, 2018, pág. 95) 
Es decir, aunque no hay un patrón generalizado en cuanto a las tierras no pueden sacarse 
extraerse conclusiones en favor a que no existió relación con los agentes económicos y el 
despojo, pues hay que tener en cuenta que las sentencias de restitución de tierras no apuntan a 
una responsabilidad penal por el despojo, sino más bien un proceso civil, cuyo objetivo es  
esclarecer las razones o los responsables del despojo, sino devolverle a las víctimas sus derechos 
sobre un bien en disputa, y lo que se pretende mostrar con estos ejemplos es que en efecto si hay 
algunos casos que muestran como empresarios o comerciantes hacen en algunos casos oposición 





Finalmente, en este capítulo se encuentran dos situaciones en contraposición, por un lado, 
cifras y estadísticas que demuestran que el hecho de que Colombia haya tenido más de 60 años 
de conflicto, no sólo ha dejado ocho millones setecientos noventa y cuatro mil quinientos 
cuarenta y dos víctimas 21 , sino que las dinámicas del mismo han incluido más actores que los 
históricos grupos al margen de la ley, como lo son los actores económicos, quienes como se 
demostró siguiendo los datos obtenidos del proceso de justicia transicional más reciente en 
nuestro país “Justicia y Paz”  fueron parte activa de dicho conflicto.  
Lo preocupante en este caso no es la participación de estos actores, sino el grado de 
impunidad respecto al número de menciones en las sentencias proferidas por los tribunales 
especializados para Justicia y paz, “No queda duda de que estos experimentos de justicia 
transicional arrojaron un precario resultado en términos de administración de justicia, verdad, 
reparación y no repetición. Incluso se identifica Justicia y Paz como una fórmula de impunidad 
sin precedente en beneficio de victimarios paraestatales,” (Estupiñán & Romo 2018, p.44) y por 
qué no, de terceros civiles, pues como se vio con anterioridad, son más de mil menciones sobre 
las cuales se ordena compulsa de copias, pero son pocos los casos en los cuales la Fiscalía 
General de la Nación ha realizado actividades investigativas dirigidas a proferir una acusación. 
Es entonces como el grado de impunidad al que se llega en la jurisdicción ordinaria implica 
que, remitir los expedientes de lo no incluido en justicias transicionales parezca una alternativa, 
pero no sea la mejor solución en materia estadística y en pro de los derechos de las víctimas; 
cabe mencionar esto como la demostración de uno de los objetivos de este trabajo, por lo que se 
planteó como imperativo el reconocimiento de la importancia de la comparecencia de los 
terceros civiles excluidos por la Corte Constitucional.  
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Como se expuso, el problema de la tierra y la reforma agraria en Colombia es casi tan antiguo 
como el surgimiento del conflicto armado; sin embargo, su fórmula de solución jurídica es 
reciente y vino con la ley 1448 de 2011, que no sólo contempla la regulación de medidas 
transicionales en favor de las víctimas de todo tipo de violaciones, sino que señala una serie de 
disposiciones generales para la restitución de tierras. 
En concordancia,  las sentencias producto de estas disposiciones, no muestran un factor 
generalizado de empresas relacionadas con el desplazamiento forzado, pues esta no es la 
finalidad de dicho proceso civil, pero sí indican algunas sentencias que existen empresas 
opositoras en estos procesos, por lo cual se considera que, igualmente resulta imperativo conocer 
las razones de las actuaciones de dichas empresas con su incursión en la JEP, como manera de 
reconstruir la verdad y la memoria histórica en el país. 
La situación que se contrapone a lo dicho se sitúa en los proyectos de empresas nacionales e 
internacionales que, atendiendo a principios de Responsabilidad Social Empresarial en favor de 
la reconstrucción del tejido social, como lo es la reincorporación de integrantes de grupos 
armados al margen de la ley y la atención con proyectos productivos a las víctimas. 
La muestra de estos ejemplos se hizo con la finalidad de demostrar los beneficios de la 
participación de agentes económicos en la transición del conflicto, pues lo proyectos de inversión 
incluso pueden ser fundamentales en cuanto a garantías de no repetición se trate, demostrando 
los pro de construir un marco normativo transicional en donde las empresas tengan participación 
activa, pues, “el atracti­vo del sector empresarial y en particular de las multinacionales para la 
construcción de paz consiste en que estas cuentan con recur-sos privilegiados como capital, 





3. Ponderación de los Principios de la JEP a través de Instrumentos de Derecho 
Público 
3.1. La Participación Voluntaria  
La sentencia C-674/17 en la cual se hace un examen de constitucionalidad automático y 
previo del acto legislativo 01 de 2017 “Por medio del cual se crea un título de disposiciones 
transitorias de la Constitución para la terminación del conflicto armado y la construcción de una 
paz estable y duradera y se dictan otras disposiciones,” (Acto Legislativo 01 del 2017) hace un 
análisis general y específico, esto es, articulo por articulo respecto a su concordancia con el texto 
Constitucional y los principios constitutivos del Estado Colombiano. 
Respecto al artículo de importancia para el desarrollo del presente trabajo, la Corte 
Constitucional indica lo siguiente:  
El artículo transitorio 5 del acto legislativo 01 de 2017 señala una especie de competencia 
hacia la JEP general para todos aquellos que participaron directa e indirectamente en el conflicto 
armado, sin embargo la asignación de competencia específica es que se haría siguiendo los 
lineamientos del artículo 16 transitorio del acto legislativo, indicando que estos actores podrán 
acogerse a la JEP y recibir tratamiento especial, pero que respecto de algunos delitos con 
especial trascendencia, como lo son “el genocidio, delitos de lesa humanidad, los graves 
crímenes de guerra -esto es, toda infracción del Derecho Internacional Humanitario cometida de 
forma sistemática-, la toma de rehenes u otra privación grave de la libertad, la tortura, las 
ejecuciones extrajudiciales, la desaparición forzada, el acceso carnal violento y otras formas de 
violencia sexual, la sustracción de menores, el desplazamiento forzado, además del reclutamiento 
de menores, todo ello conforme a lo establecido en el Estatuto de Roma”, la sala de 





la competencia sobre su comparecencia, esto último bien podría interpretarse como una especie 
de obligatoriedad de comparecencia siempre y cuando los terceros sean requeridos por los 
órganos anteriormente nombrados.  
La Corte interpreta y aclara la competencia de la JEP en estos casos, previniendo que la 
competencia obligatoria de de la JEP sobre los terceros y las personas que gozan de fuero 
constitucional desconoce las garantías orgánicas, procesales y sustantivas de un juicio justo e 
imparcial (C.C, Sentencia C-674/17, Colom.) bajo lo siguiente:  
Los terceros se verían sujetos a unas reglas de competencia dictadas a posteriori de las 
infracciones cometidas; es decir ante un tribunal ex post, reglas que además fueron dictadas por 
distintos actores políticos y no instancias jurisdiccionales preexistentes, es decir un tribunal ad 
hoc, aunque en Colombia si se han presentado situaciones de traslado de competencia por reglas 
creadas con posterioridad a la ocurrencia de los hechos,  estos traslados se hicieron dentro de la 
misma jurisdicción como se puede ver en las sentencias C-200/02, C-208/93, C-755/13, es decir 
aunque se cumple con el requisito de ex post, no con el requisito de ad hoc, teniendo en cuenta 
además que la JEP está creando una nueva jurisdicción que no está inmersa dentro de la rama 
judicial.  
El tribunal tiene como referente las necesidades y requerimientos del proceso de paz 
expresados por algunos actores del conflicto como lo son las FARC y el gobierno nacional, los 
actores no combatientes no fueron incluidos en dicho proceso, ni tuvieron representación al 
momento de negociar los requerimientos de la Jurisdicción Especial para la Paz, es por ello que 
no se ofrecen garantías de independencia e imparcialidad que subyacen al principio de juez 
natural , es decir, resulta violatorio de principios legales que a pesar de no haber sido partícipes 





Conforme a la idea anterior la imposición de un tribunal ex post y ad hoc podría darse en 
escenarios en donde haya desaparecido la institucionalidad, es decir si el único recurso para 
juzgar actores dentro un conflicto armado fuese el tribunal creado para ello, pero en Colombia la 
jurisdicción ordinaria no ha cesado ni ha desaparecido luego de la terminación del conflicto 
armado,  de ahí aclara la Corte que el hecho de sustraer a los terceros no combatientes del ámbito 
de las competencias de la JEP no implica la generación de escenario de impunidad puesto que 
serían juzgados estos participantes por el régimen previamente existente como lo es la 
jurisdicción ordinaria y que en ese orden de ideas incluso podría darse en la dicha jurisdicción 
una priorización de casos tratándose de graves violaciones a derechos humanos  
En consecuencia, la Corte Constitucional declaró la inexequibilidad de la norma (incisos 2 y 3 
del artículo 16 del acto legislativo 01 de 2017) sobre los terceros civiles no combatientes cuando 
no ha mediado su voluntad de someterse a dicha jurisdicción.  
De igual manera, la Jurisdicción Especial ya se ha pronunciado respecto a la participación 
voluntaria de terceros añadiendo más elementos a la participación voluntaria, en el caso de David 
Char Navas, quién manifestó su voluntad de acogerse a dicha Jurisdicción, lo relevante de dicho 
auto no es la negativa de la JEP al no aceptar su caso, sino los parámetros fijados para la 
comparecencia voluntaria, se hace la aclaración que el sometimiento voluntario para los terceros 
debe ser integral, esto quiere decir que aunque se sometan voluntariamente, su sometimiento 
ampara todas las conductas cometidas en el marco del conflicto armado, y no solo las conductas 
referenciadas o mencionadas en las solicitudes de sometimiento voluntario, esto en atención a la 





3.2. La Participación Obligatoria  
En el segundo capítulo del presente trabajo se hace una exposición de cifras y casos en los 
cuales se ven implicados terceros civiles en el marco del conflicto armado, bien sea como 
participantes directos o indirectos, incluso como parte de proyectos para el posconflicto, por lo 
tanto es importante precisar lo siguiente:  
Aunque la corte Constitucional afirma que no se va a llegar a escenarios de impunidad al no 
incluir a los terceros en la JEP, las cifras expuestas demuestran lo contrario, alrededor de 15.291 
casos de compulsas de copias a terceros en Justicia y Paz22, y aunque la información acerca de 
cuántas compulsas de copias han culminado en una acusación o en un proceso de investigación 
tienen carácter reservado solo unos pocos procesos han salido a la luz pública como el caso del 
ganadero Santiago Uribe, y el esmeraldero Víctor Carranza, o empresas como Chiquita Brands y 
Coca Cola, pero son muy escasos estos escenarios, sin contar con que se amparan en Alien Tort 
Claims Act o similatres y en juicios largos que no concluyen en condenas, entonces, la situación 
respecto a los actores económicos y las violaciones de derechos humanos han tenido como regla 
general la impunidad, siendo excepcionales los casos en la jurisdicción ordinaria en los cuales 
estos actores han sido juzgados.  
Igualmente se demostró que los actores económicos cumplen un papel importante para la 
construcción de una paz estable y duradera, pues a través de sus proyectos, la capacitación y los 
empleos a reinsertados o víctimas del conflicto están haciendo un gran aporte a la garantía de no 
repetición, por ello que se pretenda demostrar que al ser la JEP una jurisdicción especial que 
tiene como centro una justicia restaurativa, la naturaleza de las sanciones que esta imponga 
puede pensarse hacia la responsabilidad social empresarial y su aporte al posconflicto.  
                                                 





La Fiscalía General de la Nación por medios de sus delegados para Justicia y Paz expide una 
resolución interlocutoria 002 el 12 de diciembre de 2016 haciendo un análisis jurídico para 
explicar las razones por las que el concierto para delinquir agravado debería tener el tratamiento 
de delito de lesa humanidad definido en el art 7 del Estatuto de Roma, por tratarse de un acto 
preparatorio para consumar ataques contra la población civil de forma sistemática y 
generalizada; dentro de este análisis se reitera que estos crímenes son imprescriptibles y a su vez 
son competencia de la Corte Penal Internacional, tomando como ejemplo el caso de Raul Emilo 
Hsbún Mendoza quien aportaría dinero de forma voluntaria para financiar al grupo paramilitar, 
pero que además crea toda una empresa para legalizar el dinero de otros actores económicos que 
financiaron las AUC en la zona bananera y que como conclusión de dicho aporte indica la 
Fiscalía, se cometieron un número importante de violaciones a derechos humanos,  por ello es 
importante calificar este concierto también como delito de lesa humanidad  
Por otra parte en un reciente auto interlocutorio emitido por la sala de casación penal de la 
Corte Suprema de justicia que recoge la jurisprudencia atinente al tema del concierto para 
delinquir y su calificación como delito de lesa humanidad, aclara que aunque el concierto para 
delinquir no esté taxativamente nombrado en tratados internacionales como crimen de lesa 
humanidad, al estar este íntimamente relacionado con delitos que sí lo están, se siguen idénticas 
consecuencias, en conclusión, el concierto para delinquir, cuando guarda conexidad con delitos 
de lesa humanidad, alcanza el mismo paradigma para todos los efectos jurídicos. 
Reuniendo los argumentos anteriormente mencionados y para apoyar la idea de la necesidad 
de la vinculación obligatoria de terceros en la Jurisdicción Especial para la Paz, surgen dos 
caminos jurídicos para poder lograr este tipo de vinculación, el primero en cabeza de la JEP el 





de la República y que consiste en una reforma constitucional, a continuación se explicará de qué 
manera se daría cada uno y su justificación.  
3.2.1 Control de Convencionalidad 
La Corte Constitucional Colombiana, como ya se dijo, limitó la competencia de la 
Jurisdicción Especial para la Paz sobre los terceros civiles participantes en el conflicto armado, a 
continuación, se expondrán una serie de soluciones prácticas resultado de la ponderación de la 
garantía del juez natural sobre los derechos de las víctimas. 
La Corte en la sentencia de constitucionalidad del acto legislativo 01 de 2017 indica que: 
5.2.5.1.1 Aunque hasta el momento este Tribunal no ha calificado expresamente 
la garantía del juez natural como un componente esencial de la Constitución 
Política, sí ha precisado que esta constituye uno de los elementos constitutivos del 
derecho al debido proceso, derecho que, a su turno, permea todo el ordenamiento 
superior y plantea un límite competencial al poder de reforma de la Carta Política 
por parte del constituyente secundario. (C.C, Sentencia C-674/17, Colom.). 
Además de lo anterior, en la misma sentencia se indica que “5.2.5.2.4 la competencia 
prevalente de la JEP supone una afectación significativa del principio del juez natural, dado que 
conlleva el desplazamiento de la jurisdicción ordinaria penal” (C.C., Sentencia 674/17. Colom.), 
y sin embargo la Corte acepta dicha afectación por una razón superior como lo es la terminación 
del conflicto, pero también señala que la afectación hacia la garantía del juez natural, y por ende, 
la del debido proceso sólo será aplicable a dos actores del conflicto, las FARC-EP y la fuerza 






Es decir, los terceros civiles y los agentes estatales no uniformados gozarán de la garantía del 
juez natural por cuanto no se sentaron a negociar, y el modelo producto de esa negociación trajo 
para ellos una alteración ex post y ad hoc de las competencias ordinarias a la que ellos podrían 
estar sometidos; por lo tanto, estos actores sólo serán destinatarios de la competencia de la JEP 
voluntariamente, este fue el resultado de la ponderación que hizo la corte respecto al juez natural.  
El control de Convencionalidad en el sistema Interamericano de derechos humanos tiene su 
primera referencia en la opinión 14 de 1994 proferida por la Corte Interamericana de Derechos 
humanos que trata de la responsabilidad internacional por expedición y aplicación de leyes 
violatorias de la convención, en ella se habla de la violación per se de la convención, haciendo 
uso de una especie de “control de convencionalidad” entre las normas jurídicas internas que 
aplican en los casos concretos la Convención Americana sobre Derechos Humanos, al respecto, 
la CADH indica en su artículo 2 el deber de adaptar disposiciones de Derecho Interno.  
“Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no 
estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los 
Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas 
o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y 
libertades” (OEA, 1969). 
Añadido a ello el sistema Interamericano ha desarrollado líneas jurisprudenciales producto de 





Producto de dichas líneas el control de convencionalidad se desarrolla en el caso Almonacid 
Arellano vs. Chile, como denominación que aparece con la necesidad de crear un mecanismo que 
proteja los derechos humanos.23  
“La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al 
imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes 
en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado 
internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato 
del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar por los 
efectos de las disposiciones de la Convención” (Corte IDH, 2006, Caso 
Almonacid Arellano vs Chile). 
El control de Convencionalidad también es mencionado en votos concurrentes, como lo es el 
del juez Juan García Ramírez en la Sentencia de fondo del caso Caso Myrna Mack Chang Vs. 
Guatemala, cuando así lo dispone la norma internacional soberanamente reconocida por el 
Estado parte en un tratado, como en efecto sucede a la luz de la Convención Americana-- y 
deben ser cumplidas por aquél, en mérito de sus compromisos convencionales.  
Como lo indica el constitucionalista Ernesto Rey Cantor, el control de Convencionalidad es 
un mecanismo de protección procesal que ejercen los tribunales de derechos humanos en el 
ámbito  del derecho interno (Constitución, leyes, actos administrativos, jurisprudencia, prácticas 
administrativas, o judiciales, etc) cuando sean incompatibles con las convenciones u otros 
tratados aplicables, con el objeto de  aplicar las convenciones o tratados, a través de un examen 
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en el contexto del régimen militar que derrocó el gobierno del entonces Presidente Salvador Allende en 1973. Luis 
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casa. Falleció al día siguiente.  En 1978 se adoptó el Decreto Ley No. 2.191, mediante el cual se concedía amnistía a 
todas las personas que hayan incurrido en hechos delictuosos entre 1973 y 1978. Debido a esta norma, no se 





de confrontación normativo (derecho interno con el tratado), en un caso concreto, dictando una 
sentencia judicial  y ordenando la modificación, derogación, anulación o reforma de normas o 
prácticas internas si el caso procede, protegiendo los derechos de la persona humana con el 
objetivo de garantizar la supremacía de la Convención.” (Cantor, 2008, p. 46) 
Como lo refiere la CIDH:  
“Cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención 
Americana, sus jueces también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar 
porque el efecto útil de la Convención no se vea mermado o anulado por la 
aplicación de leyes contrarias a sus disposiciones, objeto y fin. En otras palabras, 
los órganos del Poder Judicial deben ejercer no sólo un control de 
constitucionalidad, sino también “de convencionalidad ex officio entre las normas 
internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus 
respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. Esta 
función no debe quedar limitada exclusivamente por las manifestaciones o actos 
de los accionantes en cada caso concreto, aunque tampoco implica que ese control 
deba ejercerse siempre, sin considerar otros presupuestos formales y materiales de 
admisibilidad y procedencia de ese tipo de acciones” (Corte IDH, 2006, Caso 
Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs Perú, párr 158). 
En Colombia, desde la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991 se da vía libre 
a la aplicación del control de convencionalidad por parte de todos los jueces, de autoridades 
administrativas (ampliar), aunque se faculta a realizar dicho control según el art 4 de la 
Constitución en concordancia con el bloque de constitucionalidad, la Corte Constitucional 





“En el caso colombiano, la posición de la Corte Constitucional ha oscilado entre 
la tesis de la obligatoriedad de la doctrina de los tribunales internacionales, y una 
posición más “tibia”, vertida en la sentencia sobre la constitucionalidad de 
beneficios a los paramilitares. La tesis de la obligatoriedad fue expuesta entre 
otras, en la Sentencia C-481 de 1998, La otra postura fue contenida en la 
Sentencia C-370 de 2006, refiriendo un precedente anterior, según el cual, “La 
jurisprudencia de las instancias internacionales, encargadas de interpretar esos 
tratados, constituye un criterio hermenéutico relevante para establecer el sentido 
de las normas constitucionales sobre derechos humanos” (2009, pag.168). 
Pese a lo anterior no han sido muchos los casos en que se ha hecho uso de esta figura, el más 
relevante se dio cuando el ex alcalde y ahora congresista Gustavo Petro fue destituido de su 
cargo y sancionado con una inhabilidad general por 15 años para ejercer cargos públicos por 
parte de una autoridad administrativa, el procurador general de la Nación, hacia el año 2013.  
El ex alcalde, interpuso una acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante el Consejo 
de Estado quien en el radicado 201400360 indicó que con fundamento en el artículo 93 
Constitucional, y teniendo en cuenta que el artículo 23 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos dispone que los derechos políticos de los ciudadanos solamente pueden limitarse en un 
proceso penal por un juez competente, la decisión del procurador iba en contra de la convención,  
Asimismo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al decidir sobre las medidas 
cautelares solicitadas por el señor Gustavo Petro indicó que dicha sanción iba en contravía de los 
derechos políticos de Petro, ya que según la CADH sólo pueden interponerse este tipo de 





El ejemplo del caso Petro, sirve para ilustrar que 1. A pesar de existir una decisión por parte 
de la Corte constitucional respecto a la ley 734 del 2002, en la sentencia c-028 de 2006 en la cual 
se declara exequible el apartado que habilitaba a una autoridad administrativa a imponer este tipo 
de sanciones, el Consejo de Estado pudo aplicar el control de convencionalidad, lo que devela 
que no está sujeto a la cosa juzgada constitucional señalada en el art 243 de la Constitución  
2. deja en claro que cuando hay una incongruencia entre la legislación nacional y un precepto 
internacional sobre los cuales Colombia se encuentre obligada, nada limita al juez o a la 
autoridad administrativa a inaplicar la normativa interna. 
Por otra parte, la Corte Interamericana en su opinión concluye que la promulgación de una ley 
manifiestamente contraria con las obligaciones asumidas por un Estado, que ratificó o se adhirió 
a la convención, constituye una violación de ella, y que esta violación afecta los derechos y 
libertades protegidas frente a individuos determinados, que genera responsabilidad internacional 
del Estado (Corte IDH. Opinión Consultiva OC-14/94) 
Pero el control de convencionalidad sobre normas constitucionales desde el orden interno, no 
se limita únicamente al contenido, pero puede igualmente ir más lejos; “el juez puede descartar el 
sentido legislativo de una norma para darle un sentido convencional, eliminando su 
interpretación original por la interpretación más adaptada a la convención” (Murillo Cruz, 2010, 
pág. 27). 
Como se afirmó con anterioridad, a lo largo de la historia del control de convencionalidad puede 
darse: 
1. Por contradicción directa entre la norma interna y la convención. 
2. Por contradicción entre la norma interna con la interpretación auténtica producto de la 





En ese sentido frente la ponderación que hizo la Corte Constitucional Colombiana respecto a 
la inclusión voluntaria de los terceros civiles con la garantía del juez natural se propone:  
que existe una contradicción directa entre el artículo 16 del acto legislativo 01 de 2017 y el 
artículo 24 de la CADH. 
El artículo 16 del acto legislativo contempla la competencia de la JEP sobre los terceros, 
siempre y cuando estos lo hagan voluntariamente y el artículo 24 de la CADH contempla la 
igualdad ante la Ley. 
La incompatibilidad se presenta toda vez que esta garantía de igualdad se considera que todas 
las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual 
protección de la ley, el artículo 24 extiende esta prohibición a todas las disposiciones de derecho 
interno de los Estados Parte al condenar todo trato discriminatorio de origen legal.  
En decisiones posteriores la Corte ha reiterado este criterio de distinción, precisando aún más 
la especificidad del artículo 24 como cláusula autónoma.  
“Así, en el Caso Yatama vs. Nicaragua, la Corte sostuvo que este artículo no se 
limita a reiterar lo dispuesto en el artículo 1.1 de la misma, respecto de la 
obligación de los Estados de respetar y garantizar, sin discriminación, los 
derechos reconocidos en dicho tratado, sino consagra un derecho que también 
acarrea obligaciones al Estado de respetar y garantizar el principio de igualdad y 
no discriminación en la salvaguardia de otros derechos y en toda la legislación 
interna que apruebe” (Corte IDH, 2005, Caso Yatama vs. Nicaragua). 
“Esta noción de igualdad se basa en la idea que la ley debe aplicarse de forma similar a todos 
los individuos con independencia de sus características” (González & Parra, 2008, p.129) 





“Del mismo modo, al referirse a la noción de igualdad, la Corte ha planteado que 
esta se desprende directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es 
inseparable de la dignidad esencial de la persona, frente a la cual es incompatible 
toda situación que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a 
tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con 
hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que sí se 
reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación de inferioridad” 
(Corte IDH, 1984, párr. 55). 
Y aunque existen diversas situaciones en que es permitido el trato desigual como en el caso de 
los inmigrantes en algunos países, al respecto de las distinciones que no conllevan una 
discriminación la Corte indica que, no habrá, pues, “discriminación si una distinción de 
tratamiento está orientada legítimamente, es decir, si no conduce a situaciones contrarias a la 
justicia” (Corte IDH. Opinión Consultiva OC-4/84, párr. 56). 
Pero en el caso colombiano, dicha distinción si acarrea a una discriminación en cuanto que se 
trata de una jurisdicción creada para el juzgamiento de TODOS los participantes en el conflicto 
armado, y el hecho de obligar sólo a unos participantes a comparecer ante ella implica que según 
argumentos de la corte para unos participantes si es dado respetar la garantía del juez natural, 
pero para otros no; siendo esta situación violatoria directamente de la CADH. 
Por otra parte, teniendo en cuenta que el control de convencionalidad también es aplicable a 
disposiciones que no acaten la jurisprudencia de la Corte Interamericana respecto a la 
interpretación de la CADH  respecto a si es prevalente la garantía del juez natural sobre los 
derechos de las víctimas, la jurisprudencia de la CIDH en interpretación de los artículos 1,2,8 y 





de toda disposición interna, como lo demuestra su prevalencia sobre amnistías, autoamistias, 
decisiones democráticas, beneficios penales entre otros. 
Es así como las garantías violadas por la Corte Constitucional en su decisión, conlleva a que 
por ejemplo no se esté garantizando el derecho a la verdad al no incluir a todos los actores 
participantes en el conflicto, puesto que “la verdad no se trata sólo del derecho individual que 
toda víctima o sus familiares tienen a saber lo que ocurrió, que es el derecho a la verdad. El 
derecho a saber es también un derecho colectivo que hunde sus raíces en la historia, para evitar 
que puedan reproducirse en el futuro las violaciones” (Naciones Unidas, 1994, pág. 69).  
Por ejemplo, siguiendo la jurisprudencia de la CIDH en casos como Gelman vs Uruguay en 
donde se debatió la prevalencia de los derechos humanos sobre decisiones democráticas, se 
desarrolla el control de convencionalidad y se podría considerar que la Corte protegió una 
dimensión colectiva de la verdad, cuando garantiza que todo el pueblo uruguayo pueda conocer 
la verdad de los hechos ocurridos durante la época del terrorismo.  
En conclusión, La exclusión de actores compromete la adquisición de una visión completa 
sobre el universo de violaciones, por lo que, las construcciones fragmentadas de verdad que se 
producirán en algunos casos por la no inclusión de un actor en la JEP afectan directamente el 
derecho a la verdad individual y social yendo así en contra de la Convención.   
Por otro lado, la Corte Constitucional Colombiana, argumenta que la JEP no buscaba 
reemplazar la jurisdicción ordinaria toda vez que esta se encuentra operando, frente a esto, el 
presente trabajo de investigación comprueba que hay un grado muy alto de impunidad respecto 
de terceros que no fueron incluidos en Justicia y paz, y aunque no se puede afirmar que al no 
hacer obligatoria la inclusión de terceros civiles en la Jurisdicción Especial para la Paz se están 





transicionales se está dentro de una gran probabilidad de impunidad y violación de derechos a las 
víctimas tal como se vio en la ley 975 de 2005, lo cual traería consecuencias negativas para el 
país en cuanto al cumplimiento de sus obligaciones internacionales tal como se ve en casos como 
Barrios Altos vs Perú y Almonacid Arellano. 
Por lo tanto, se propone que una de las soluciones a la problemática planteada en dicho 
trabajo es que los jueces de las JEP hagan caso omiso la directriz dada por la Corte 
Constitucional haciendo uso del control de convencionalidad ex officio en sede nacional ellos 
con la excepción de inconvencionalidad, desarrollada en el caso  Trabajadores  Cesados  del  
Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú ¨En  otras  palabras,  los órganos del Poder Judicial 
deben ejercer no sólo un control de constitucionalidad, sino también  “de  convencionalidad” ex 
officio entre las normas internas y la Convención Americana¨. (Corte IDH, 2006, Trabajadores 
Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) Vs. Perú.); control aplicable en casos en que 
agentes económicos estén implicados en graves violaciones de derechos humanos y bajo un 
examen previo del caso, pues hay que tener en cuenta que dicha excepción sólo tiene efectos 
interpartes.   
Y todo lo anterior, por cuanto que no se está garantizando el derecho a la verdad, justicia 
reparación y garantía de no repetición de las víctimas de graves violaciones de derechos 
humanos cometidas por terceros civiles, dejando la disposición normativa tal cual como se 
concibió en el acto legislativo 01 de 2017 y en concordancia con los principios generales de la 





3.2.2. Reforma Constitucional. 
El camino de la reforma constitucional es valido puesto que el acto legislativo 01 de 2017 
nace como reformatorio de la Constitución ya que es la naturaleza de este tipo de normas, en este 
caso para dicho acto se dió el trámite desde el Congreso de la República por iniciativa de la 
Presidencia y fue aprobado vía fast track, es decir un mecanismo adoptado por el acto legislativo 
01 de 2016 mediante el cual se ve reducido el número de debates en el Congreso que se 
requieren para la aprobación de leyes y reformas constitucionales, y se utilizó para el acto 
legislativo 01 de 2017 en razón a la necesidad de aprobar en el menor tiempo posible todas las 
reformas para asegurar la incorporación del acuerdo de paz en la legislación Colombiana. 
Conforme a lo anterior, otra de las posibles soluciones a la no comparecencia obligatoria de 
terceros en la Jurisdicción Especial para la Paz, es precisamente proponer una reforma al acto 
legislativo 01 de 2017 desde el congreso, dicha reforma se puede hacer por los caminos 
establecidos en la misma Constitución los cuales son:  
Convocatoria a asamblea constituyente  
Referendo constitucional de ratificación  
Ordinaria mediante acto legislativo 
1. Convocatoria a asamblea constituyente, la Constitución prevee para dicho traminte de 
modificación a la Constitución que la asamblea debe ser establecida por una ley aprobada por la 
mayoria de miembros de ambas camaras, de alli que se pueda hablar de una elección de una 
corporacion ad hoc para la reforma, las caracteristicas de esta asamblea serian en general que 
conforma un poder derivado, sin embargo dicho poder no puede ser limitado por normatividad 
anterior a su conformación, pero si debe gozar de cierto consenso vislumbrado en la elección de 





2. Referendo aprobatorio de reforma o el llamado referendo constitucional, tiene como 
requisitos el voto aprobatorio de mas de la mitad de sufragantes y que el numero de estos exceda 
la cuarta parte del censo electoral.  
Los dos procedimientos anteriomente mencionados requieren de ir directamente a la voluntad 
popular, lo cual en el caso de la situación actual de la JEP resulta poco pertinente tomando en 
consideración los ultimos antecedentes de votación hacia el acuerdo de paz como lo fue el fallido 
plebiscito por la paz  
3. Ordinaria mediante acto legislativo, esta es una reforma tramitada por el congreso en 8 
debates durante dos periodos ordinarios consecutivos, dicha reforma tiene igualmente requisitos 
adicionales como votación cualificada y el respeto por la unidad de materia en los debates de los 
periodos; respecto al acto legislativo resultado de este proceso, se tiene que el ejecutivo no puede 
objetarlos porque no está presupuestado en la Constitución ademas que no puede ser aplicado el 
tramite de urgencia  
Sin embargo, en los puntos expuestos anteriormente para la reforma Constitucional haciendo 
uso de los mecanismos previstos en la Constitución puede surgir un problema subyacente 
teniendo en cuenta los parametros fijados por el art 343 Constitucional que se refiere a la cosa 
juzgada constitucional, pues en este caso, la sentencia C-674 de 2017 indica lo que en apariencia 
podria ser cosa juzgada sobre los puntos tratados, como lo es el caso de la declaración de 
inexequibilidad de los incisos 2 y 3 del art 16 del acto legislativo 01 de 2017.  
Por otro lado, la naturaleza misma del acto reformatorio indica que la Corte Constitucional 
puede hacer revisiones automaticas solo por vicios en el procedimiento, pero en Colombia se han 





aspectos de fondo de la reforma, esto debido a la no existencia de clausulas de intagibilidad, por 
lo que se faculta a la Corte a hacer examenes para evitar la sustitución constitucional  
Se llega a concluir entonces que se hace necesario por las dos vías expuestas con anterioridad, 
conseguir que los actores económicos sean juzgados de una manera más diligente con miras a 
garantizar realmente los derechos de las víctimas, todo aquello también con la finalidad de 
cumplir con las obligaciones internacionales contraídas por el Estado, tal como se lo ha ordenado 
en múltiples ocasiones la corte interamericana al ordenarle adelantar las investigaciones y 
sancionar a los responsables, así como remover todo obstáculo que impida llegar al conocimiento 
de la verdad, siguiendo esto no se puede perder la oportunidad de que esta nueva jurisdicción le 
entregue resultados al país siendo uno de sus objetivos “lograr un máximo de justicia y de 
rendición de cuentas sobre las violaciones a los derechos humanos e infracciones al DIH 
ocurridas a lo largo del conflicto” (Acto Legislativo 01 del 2017) 
A fin de cumplir con los objetivos planteados, se propone que los criterios mencionados 
anteriormente se den para el caso de la comparecencia obligatoria además de seguir la estructura 
que se plantea a continuación para la priorización de los casos más graves:  
3.2.3 Criterios de Priorización de la Comparecencia Obligatoria. 
Es importante establecer priorización sobre la investigación que se llevará a cabo para la 
obligación de las empresas a comparecer ante la Jurisdicción Especial para la Paz a fin de 
agilizar los hechos de mayor gravedad cometidos en el marco del conflicto armado, aclarando 
que en ningún momento se debe omitir la responsabilidad de estos actores y que cada uno de 





definir la prioridad del caso, por ello se propone basándose en el Pacto Global los siguientes 
criterios: 
1. Por el tipo de complicidad: puede ser directo, ventajosa o tácita. 
2. Por el delito cometido: crímenes de lesa humanidad, creación de grupos ilegales, otros 
crímenes. 
3. Por el tipo de víctima: persona protegida, víctima vulnerable, otras víctimas. 
4. Por el tipo de financiación: voluntaria, coaccionada (no pasa a responder). 
Delito cometido. 
Este es el criterio de mayor importancia, al involucrar directamente los hechos que han tenido 
que sufrir las víctimas, por ello será el primer criterio al que se le debe dar estudio para 
establecer la base de la priorización y la forma en la que las víctimas serán reparadas. Para este 
criterio se debe tener en cuenta la interpretación de la base del marco normativo en 
responsabilidad del post conflicto; “por causa, con ocasión o en relación con el conflicto armado 
interno” ya que será el inicio para establecer si el tercero como actor económico responsable 
puede comparecer ante la Jurisdicción Especial para la Paz, el Acto Legislativo 01 del 2017 
desglosa de la siguiente manera la frase en mención: 
1. La conducta punible se dio por causa, con ocasión o en relación con el conflicto 
armado interno; 
2. La relación de causalidad, ocasión o relación con el conflicto armado deber ser 






3. La conducta no se dio exclusivamente con el fin de enriquecer al autor, participe o 
determinador de la conducta.24 
Después de aclarar el preámbulo de la comparecencia del sector empresarial, para efectos de 
entendimiento se establecieron 3 niveles de priorización según el delito cometido: 
Primer nivel: Al igual que los instrumentos internacionales se debe priorizar a aquellas 
víctimas que se han visto afectadas por crímenes de lesa humanidad establecidos por el Estatuto 
de Roma, estableciendo así en un primer nivel de priorización a crímenes como: “asesinato; 
exterminio; esclavitud; deportación o traslado forzoso de población; encarcelación u otra 
privación de la libertad física en violación de normas fundamentales de derecho internacional; 
tortura; violencia sexual; persecución de un grupo o colectividad; desaparición forzada de 
personas; el crimen de apartheid” (Estatuto de Roma, 1998), cada uno de estos crímenes se 
evaluará en un mismo nivel ya que: 
Todos los crímenes de derecho internacional, son conductas igualmente 
repudiables para la comunidad internacional en su conjunto y ninguna jerarquía -
en cuanto a su gravedad- puede formularse a priori. De ese modo no es posible 
determinar de antemano si el “exterminio” de civiles es más o menos condenable 
que la “persecución” de aquellos fundada en motivos políticos, raciales, étnicos o 
religiosos; o si esas conductas merecen un castigo mayor o menor que “someter a 
tortura” o “bombardear, por cualquier medio, ciudades o pueblos que no estén 
defendidos o que no sean objetivos militares” (González, 2010, p. 9). 






Segundo nivel:  la creación de grupos armados al margen de la ley, a razón de que estos 
grupos una vez conformados serán capaces de generar violencia, alimentando el conflicto 
armado y cometiendo graves violaciones de derechos humanos a la población civil. 
Tercer nivel: se propone los demás delitos que puedan ser cometidos de manera directa o 
indirecta por parte de los terceros como actores económicos, a excepción de aquellos “delitos 
comunes que no hayan sido cometidos en el contexto y en relación con el conflicto armado o 
cuya motivación haya sido obtener beneficio personal” (Ley 1820 de 2016, Art. 30). 
Complicidad.  
Se propone el análisis de este criterio en un segundo momento por ser parte primordial de los 
principios del Pacto Global ya que su cumplimiento genera crecimiento de la sociedad civil 
mediante la defensa de los derechos humanos, transparencia y rendición de cuentas ya que las 
empresas no pueden ocultar prácticas cuestionables e impide la delincuencia ya que el sector 
empresarial comprende que se puede ver involucrado en crímenes internacionales y que esto 
acarrea responsabilidad. En base a lo anterior resaltamos el Principio 2: “las empresas deben 
asegurarse de no ser cómplices de la vulneración de los derechos humanos” que trata el término 
de complicidad de la siguiente manera: 
El término de complicidad hace referencia a la implicación en algún caso de vulneración 
de los derechos humanos que otra empresa, entidad, gobierno, individuo o grupo está 
causando. 
Los dos elementos que suelen componer un acto de complicidad son: el acto u omisión de 
que facilita a otra entidad o persona la vulneración, y el conocimiento de que dicho acto 
podría causar tal abuso (Pacto Mundial, Red Española, 2019). 





Complicidad directa: cuando una empresa presta o proporciona ayuda para la vulneración de 
derechos humanos realizadas por un tercero. 
Complicidad ventajosa o beneficiosa: cuando la empresa obtiene ventajas o beneficios 
directos por la vulneración de derechos humanos realizadas por un tercero. 
Complicidad tácita o silenciosa: cuando la empresa omite la ayuda a quien se ve afectado 
por la vulneración de derechos humanos.25 
Victima. 
Es importante entender que en el marco normativo del post conflicto se han establecido las 
llamadas víctimas o grupos vulnerables que incluyen: mujeres; personas LGBTIQ; defensores/as 
de derechos humanos, personas con discapacidad y menores de edad, de igual manera el derecho 
internacional ha seleccionado un grupo poblacional con prioridad dándoles el nombre de 
“personas protegidas por el Derecho Internacional Humanitario” como lo son; los desplazados 
internos, quienes prestan servicios humanitarios, a los enfermos y heridos que no participan en 
las hostilidades, los prisioneros de guerra y otros detenidos. Es por ello que en el estudio de los 
casos se deberá dar prioridad al estudio de los casos en que las víctimas llegasen a ser parte de 




Según los antecedentes del conflicto armado con respecto a la participación de los terceros 
como actores económicos, se ha encontrado que su porcentaje de participación es mayor en caso 
de financiamiento a grupos armados.  
                                                 





Con respecto a la competencia de la Jurisdicción Especial para la Paz sobre las conductas de 
financiamiento a grupos armados ilegales o para cometer hechos delictivos en razón del conflicto 
armado, el Acuerdo Final para la Paz en el inciso 3 del punto 32 nos dice lo siguiente: 
“También serán de competencia de la Jurisdicción Especial para la Paz las 
conductas de financiación o colaboración con los grupos paramilitares, o con 
cualquier actor del conflicto, que no sean resultado de coacciones, respecto de 
aquellas personas que tuvieron participación activa o determinante en la comisión 
de los crímenes competencia de esta jurisdicción, según lo establecido en el 
numeral 40” (Acuerdo Final para la Paz, 2016). 
Los hechos nos han demostrado que existen dos razones para colaborar financieramente con 
un grupo ilegal y una situación indeterminada, a saber: 
1. Voluntariamente: cuando la empresa sin obligación o amenaza alguna decide colaborar 
financieramente con un hecho ilícito. 
2. Coacción: cuando la empresa pase a ser víctima de amenazas por parte de los grupos 
armados ilegales para obtener beneficios económicos, se debe aclarar que en este caso la 
empresa no tendría responsabilidad alguna sobre el hecho ilícito que se cometa. 
3. Indeterminada: cuando no se puede establecer la conexidad voluntaria ni de coacción 
entre la empresa y el grupo armado ilegal, en este caso se pasará a hacer la investigación 







                                                                 
CONCLUSIONES 
Comprender las dinámicas de la violencia en el marco del conflicto armado es complejo, pues 
resultan de un enramado de relaciones sociales, como lo afirma (Palomares & Guzmán, 2008, 
p.74) “La justicia transicional es contextual. El diseño de sus mecanismos debe responder a 
distintos aspectos como las causas del conflicto y la gravedad de los abusos, entre otros”, de 
acuerdo a esto, el esquema de trabajo propuesto ha permitido reconstruir un parte del conflicto 
desde el eventual juzgamiento de los agentes económicos participantes de este.   
De allí que los postulados de la Jurisdicción Especial para la Paz, creada para la terminación 
del conflicto armado colombiano y el recorrido hecho en el presente trabajo indiquen que la 
participación de los terceros civiles en la JEP, debe ser obligatoria. 
Desde el plano teórico resulta interesante subrayar que el derecho a la verdad se compone de 
una vertiente individual y una colectiva, es decir no solo basta con el conocimiento de la autoría 
y las circunstancias de la comisión de un delito- como sucede en la jurisdicción ordinaria-, sino 
que se necesita el conocimiento de las afectaciones generales para la creación de una memoria 
histórica; tal como lo afirma Estupiñan y Romo (2018) “El derecho a la verdad, que es lo 
primero que se pierde en toda guerra, en el esquema colombiano de justicia de transición 
pretende ser reconquistado a través de formas dialógicas, no litigiosas ni adversariales” (p.51) 
siguiendo esto, las verdades fragmentadas, resultado de la exclusión de algún agente del 
conflicto armado de esta novedosa Jurisdicción, van en contra de los derechos de las víctimas y 





De igual manera, se demostró con la investigación hecha que desde la existencia formal de 
tribunales de justicia transicional se han visto involucrados agentes económicos (terceros civiles) 
dentro de las dinámicas de la violencia puesto que los aportes económicos son un eje 
indispensable para el desarrollo de cualquier conflicto; teniendo en cuenta el caso de la ley 975 
de 2005 (Justicia y Paz) en donde no se tuvo en cuenta la participación de todos los actores con 
la consecuencias negativas que trajo en dicho proceso transicional como lo es la fragmentación 
de las investigaciones al utilizar el mecanismo de la compulsa de copias y no develar la verdad 
en la misma jurisdicción. Sin embargo en razón de este frustrado intento de juzgamiento 
transicional se puede concluir que el Estado Colombiano cuenta con información acerca del rol 
de los actores económicos en el conflicto armado interno, que indica la innegable participación 
de estos y el grado de impunidad o tardanza de la jurisdicción ordinaria para juzgarlos, es decir 
nos muestra un sustento practico, que se suma a los argumentos en pro de la vinculación 
obligatoria 
De igual manera se encontró que las investigaciones de los delitos cometidos por terceros civiles 
sin importar su relación con casos que se tramiten en la JEP, quedarán bajo las reglas 
competenciales de la jurisdicción ordinaria, una jurisdicción que no fue elaborada en el contexto 
de la terminación de un conflicto armado, por lo que puede no llegar a ser tan efectiva en 
términos de justicia restaurativa y reparación integral, sin contar con la congestión propia de esta 
jurisdicción. Todo esto como  producto de la contrastación del acto legislativo y la posición de la 
Corte Constitucional Colombiana 
Las fuentes de información, como lo son sentencias de Justicia y Paz, y sentencias de 
Restitución de Tierras, se representan en instituciones como lo son la Fiscalía General de la 





información que no contiene carácter reservado que brindan las instituciones anteriormente 
mencionadas, sin embargo, se debe tener en cuenta que la JEP tiene la facultad de recibir 
informes por parte de diversas instituciones, lo cual representa una oportunidad no solo para 
juzgar y reparar, sino para unificar  la información existente y sistematizarla en aras de la 
consolidación de una memoria colectiva del conflicto.  
Se demostró que los terceros civiles no solo se ven involucrados en las dinamicas del 
conflicto desde un punto de vista negativo, esto debido a la iniciativa de algunos actores 
economicos para contribuir a la eliminación de algunas causas directas del conflicto armado por 
medio de estrategias que permiten a las comunidades afectadas crear proyectos productivos, de 
igual manera facilitar la reinserción a la vida civil de ex combatientes, y aunque en principio 
estas son obligaciones atinentes al Estado, la colaboración positiva de los terceros resulta ser 
fundamental con miras hacia el posconflicto, de ahí la idea de poder llegar a vincular a los 
terceros que sea requeridos en la JEP y en caso de ser responsables de alguna grave violación a 
derechos humanos en el marco del conflicto, obtener de su juzgamiento algo de los proyectos 
expuestos en el presente trabajo como medida de reparación para las víctimas y las comunidades 
afectadas. 
La situación jurídica actual, si bien no permite una vinculación obligatoria, puede ser 
enmendada en cierta medida, pues aunque la Corte Constitucional Colombiana, sea una corte de 
avanzada en cuanto a protección de derechos y garantias fundamentales, esta en constante 
evolución lo que justifica la existencia de cambios jurisprudenciales; desde esa logica, pensando 
en el proceso actual y en la necesidad de fijar parametros desde el principio y en la marcha para 





de defender el acuerdo de paz y garantizar los derechos de las victimas y de la memoria de todo 
un pais, esto por medio del control de convencionalidad o de la reforma constitucional. 
Por ultimo resaltar que una prueba decisiva para la credibilidad del proceso de justicia 
transicional Colombiano será su capacidad de ofrecer verdad y justicia de manera equitativa, esto 
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ANEXO: Correcciones sugeridas en sustentación 
Posición de la Corte Constitucional respecto a la inconstitucionalidad de los incisos 2 y 3 art 
16 transitorio acto legislativo 01 de 2017: Participación voluntaria de terceros civiles en la JEP 
La Corte encuentra que la competencia obligatoria de la JEP respecto de los terceros civiles y 
respecto de las personas que gozan de fuero constitucional, para juzgar las infracciones 
cometidas por estos en el marco del conflicto armado, desconoce las garantías orgánicas, 
procesales y sustantivas de un juicio justo e imparcial, desde al menos tres perspectivas. 
 
En primer lugar, el Acto Legislativo dispuso¸ ex post y ad hoc¸ una reasignación competencial 
para la investigación, juzgamiento y sanción de las infracciones cometidas en el marco del 
conflicto armado cometidas antes del 1º de diciembre de 2016, por lo cual, los terceros civiles, en 
los casos previstos en el artículo 16, se encuentran sujetos, en relación con estas infracciones, a 
reglas de competencia dictadas a posteriori en función de las necesidades que distintos actores 
políticos identificaron dentro del proceso de paz. 
 
Ex post, según se explicó en los acápites precedentes, la Corte Constitucional ha validado las 
transferencias competenciales para el juzgamiento de hechos acaecidos con anterioridad a la 
expedición de la medida, pero en relación con instancias jurisdiccionales pre-existentes. En la 
sentencia C-200 de 2002, por ejemplo, se declaró la constitucionalidad de la norma del Código 
Civil que exceptúa de la regla general del juzgamiento conforme a normas pre-existentes, las 
previsiones relativas a la determinación de la instancia judicial competente, pero a partir del 
supuesto conforme al cual los traslados competenciales para hechos acaecidos con anterioridad a 
su expedición, y para procesos judiciales en curso, se efectúan en el marco de instancias 
jurisdiccionales pre-existentes y dentro de la Rama Judicial, y no en el contexto de nuevos 
organismos que se crean posteriormente, conforme a la coyuntura del momento. 
 
una instancia jurisdiccional creada con posterioridad a los hechos de base, es decir, ex 
post. Esto es, no se trata, simplemente, de que, con posterioridad a la ocurrencia de los hechos, se 
haga una nueva distribución de competencias para su juzgamiento, sino que ello se hace en 






es también ad hoc. Esto, al menos por tres razones: (i) primero, porque se encuentra separado 
orgánicamente de la Rama Judicial; (ii) segundo, porque fue estructurado a partir de una lógica 
sustancialmente distinta de la que inspiró la creación de los órganos jurisdiccionales en la 
Constitución de 1991; (iii) y finalmente, porque su diseño respondió a las demandas y 
requerimientos de actores específicos en contexto del conflicto armado. 
 
La Jurisdicción Especial para la Paz no solo fue creada con posterioridad a los hechos de base 
que serán objeto de investigación, juzgamiento y sanción, sino que, además, se trata de un 
organismo separado de la institucionalidad ordinaria, y en particular de la Rama Judicial, 
Pero además de esta separación orgánica, la estructura, la conformación y el esquema de 
funcionamiento, y las garantías de independencia, imparcialidad y neutralidad con las que se 
encuentra dotada la JEP, responden a una concepción muy distinta de la que dio lugar a la 
configuración del poder judicial en Colombia. En este contexto, no cabe asimilar la JEP a una 
alta corte como el Consejo de Estado o la Corte Suprema de Justicia. 
 
Violación al principio de juez natural; el que el diseño de este organismo jurisdiccional haya 
respondido a los requerimientos del proceso de paz, y en especial a las demandas de algunos de 
los actores que participaron en el mismo, no es una circunstancia que invalide a la Jurisdicción 
Especial para la Paz. Sin embargo, desde la perspectiva de la garantía del juez natural, el hecho 
de que la creación de dicha jurisdicción sea el resultado de un proceso de negociación entre uno 
de los combatientes del conflicto y el gobierno nacional, para juzgar no solo a los miembros de 
las FARC, sino también a los demás actores, directos e indirectos del conflicto, incluidas las 
personas que gozan de fuero constitucional, no ofrece las garantías de independencia e 
imparcialidad que subyacen al principio de juez natural. 
En otras palabras, aunque en principio la creación de una instancia ad hoc y ex post según las 
directrices de un acuerdo de paz suscrito entre el gobierno nacional y uno de los combatientes en 
el conflicto armado podría ser admisible en el presente escenario de transición de cara a la 
garantía del juez natural, lo es únicamente en relación con los combatientes, pero no para 
someter de manera forzosa a los demás actores, y en particular, a los no combatientes, como los 






Así, la función persecutoria de los delitos se concentra en los máximos responsables de los 
crímenes más graves y representativos cometidos en este escenario, de suerte que el Estado se 
encuentra habilitado para renunciar a la persecución penal de los delitos que no tienen esta 
connotación. De igual modo, el Acto Legislativo contempla un tratamiento penal especial que, 
por un lado, suprime, al menos parcialmente, el componente retributivo de las sanciones y se 
concentra en sus componentes reparativo y restaurativo, y que, por otro lado, determina las penas 
no solo en función del delito cometido, sino del comportamiento ulterior del procesado, y en 
particular, de su contribución a la verdad, a la reparación y a la no repetición, a través del sistema 
de condicionalidades. 
 
Institucionalidad; La Corte precisa, sin embargo, que la existencia de un escenario orientado a 
dar por terminado el conflicto armado mediante el sometimiento de los actores del conflicto a la 
justicia podría invocarse para justificar la creación de instancias jurisdiccionales transicionales, 
pero sobre la base de que de hecho ha desaparecido la institucionalidad existente y cuando, por 
tanto, la necesidad de evitar la impunidad hace imprescindible la creación de nuevos organismos 
encargos de investigar, juzgar y sancionar las graves violaciones a los derechos humanos y las 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario. En estas hipótesis, la desaparición de 
facto de los poderes públicos ha obligado, por la misma fuerza de los hechos y de los 
acontecimientos, a diseñar una nueva institucionalidad encargada de operar los instrumentos de 
verdad, justicia, reparación y no repetición, pero no porque esto constituya una alternativa frente 




1. Terceros como actores económicos: concepto amplio que acoge a empresarios, 
corporaciones y todas aquellas personas jurídicas que realicen una actividad económica. 
2. Justicia transicional: procesos de transición que los países que dejan atrás periodos de 
conflicto y represión utilizan para enfrentarse a violaciones de derechos humanos 
masivas o sistemáticas. 
3. Principio de Juez Natural: “implica la garantía de que el juzgamiento de las conductas 





concreto, por los funcionarios y órganos que integran la jurisdicción ordinaria.” 
(Sentencia C200/02) 
4. Responsabilidad Social Empresarial: Es la contribución al desarrollo humano sostenible, 
a través del compromiso y la confianza de la empresa hacia sus empleados y las familias 
de éstos, hacia la sociedad en general y hacia la comunidad local. 
5. Control de Convencionalidad: son mecanismos constitucionales en pro del pueblo, ello 
con el objetivo de salvaguardar los derechos humanos y garantías individuales de los 
gobernados frente a leyes y actos emitidos por autoridades estatales. 
6. Reparación Integral: es un deber del Estado y es un derecho de las víctimas afectadas por 
las infracciones al Derecho Internacional Humanitario y/o las violaciones graves y 
manifiestas a los Derechos Humanos. 
7. Víctimas: personas que han sufrido violación de sus derechos, como consecuencia de 
acciones u omisiones realizadas en su contra.  
8. Conflicto armado: enfrentamiento violento entre dos grupos humanos de tamaño masivo 
y que generalmente, tiene como resultado violaciones de Derechos Humanos y 
destrucción de bienes materiales.   
9. Principios: ideas fundamentales e informadoras de la organización jurídica de la Nación. 
10. Cosa Juzgada Constitucional: hace referencia que los fallos que la Corte dicte en ejercicio 
del control jurisdiccional hacen tránsito a cosa juzgada constitucional. Ninguna autoridad 
podrá reproducir el contenido material del acto jurídico declarado inexequible por 
razones de fondo.  
 
 
 
 
 
 
